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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.
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DE 2024 SENADO – 073 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE 
INCORPORAN LOS HUMEDALES AL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DEL 

RIESGOS DE DESASTRES Y AL SISTEMA NACIONAL DE CAMBIO CLIMÁTICO 
EN SU COMPONENTE DE ADAPTACIÓN, SE ADOPTAN MECANISMOS EN LAS 

CUENCAS HIDROGRAFICAS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 

 
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DECRETA: 
 

Artículo 1°. Objeto. La presente Ley tiene por objeto integrar los humedales de 
Colombia a los instrumentos del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de desastres-
SGRD y del Sistema Nacional de Cambio Climático-SISCLIMA en su componente de 
Adaptación ante el Cambio Climático, y adoptar medidas de intervención preventiva, 
prospectiva, prescriptiva o correctiva en las cuencas hidrográficas, encaminadas a 
garantizar la integridad biológica del país, la reducción de la vulnerabilidad, prevención 
de riesgos y al aumento de la resiliencia en respuesta a los cambios observados o 
esperados del clima y su variabilidad.  
 

Artículo 2. Ámbito de aplicación: La presente Ley aplicará a los humedales 
continentales y marino-costeros identificados por las autoridades ambientales y 
tipificados en el Mapa Nacional de Humedales de Colombia, Mapa de Ecosistemas 
costeros, continentales y marinos de Colombia (MEC), definido por el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, la Política Nacional de Humedales establecida por 
este Ministerio o autoridades ambientales competentes y sus correspondientes 
actualizaciones.  

Parágrafo 1. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible liderará el ajuste y 
actualización de las áreas de humedales con el objetivo de contar con la cartografía de 
Humedales de Colombia, incorporando para ello, la información de estudios técnicos e 
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investigaciones, conforme a la información oficial de los Institutos de Investigación del 
Sistema Nacional Ambiental y autoridades ambientales  

Parágrafo 2. Los humedales marino-costeros serán analizados con una visión 
integradora en el ámbito funcional, con especial enfoque de protección a los 
ecosistemas transicionales tropicales, dada sus particularidades de modelación y 
gestión de información  
 

Artículo 3. Definiciones. Para efectos de la presente Ley se tendrán en cuenta las 
siguientes definiciones:  

Caudal biótico. Se define como el caudal mínimo necesario en una fuente o curso 
fluvial para garantizar la integridad de las poblaciones de los ecosistemas fluviales y su 
resiliencia ante disturbios, riesgos y daños. Requiere la definición de objetos de 
conservación local y regional.  

Criterios Biológicos. Estándares para la integridad biológica, relacionados con el 
gradiente de las condiciones de los objetos de conservación.  

Humedales: Ecosistemas que debido a condiciones geomorfológicas e hidrológicas 
permiten la acumulación de agua (temporal o permanente) y dan lugar a un tipo 
característico de suelo y a organismos adaptados a estas condiciones. 

Integridad Biológica: Capacidad del ecosistema de mantener una comunidad de 
organismos adaptada, con una composición de especies, diversidad y organización 
funcional propios de hábitats naturales o prístinos de una región  

Integridad ecológica: condición de un ecosistema en la cual los componentes 
originales están intactos o presentan baja intervención natural o antrópica. Estos 
componentes corresponden a los elementos abióticos (elementos físicos, como agua y 
rocas), la biodiversidad (composición, estructura y función) y los procesos que 
determinan el funcionamiento del ecosistema (depredación, parasitismo, mutualismo, 
fuego, inundaciones, entre otros).  
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Especies Objeto de Conservación. Conjunto de especies seleccionadas local y 
regionalmente como estratégicas para ecosistemas y paisajes, con un rango de hábitat 
y de necesidades de dispersión individual con base en criterios de heterogeneidad y 
área mínima para satisfacer sus requerimientos ecológicos, funcionalidad y condiciones 
de vulnerabilidad local frente a las actividades humanas.  

Sistemas socioecológicos: Marco de análisis que permite entender cómo los 
diferentes grupos humanos perciben, valoran y usan los servicios ecosistémicos en 
diferentes escalas espaciales y temporales, incorporando las estrategias desarrolladas 
por los actores sociales. Para ello, combinan una amalgama de disciplinas y la teoría de 
la complejidad para desarrollar un paradigma evolutivo en torno al territorio.  

Ecohidrología: Disciplina que desarrolla herramientas analíticas para la comprensión 
integral de la degradación ecológica del agua y los procesos asociados en la superficie 
terrestre que permite identificar soluciones basadas en naturaleza orientadas a la 
restauración y gestión sustentable del recurso hídrico que provee. Considera las 
interrelaciones funcionales entre la hidrología, los procesos incorporados en un 
ecosistema y su biota, dirigidas al manejo equilibrado de los ecosistemas en general  

Aguas subterráneas y acuíferos: son aguas resultantes de la infiltración profunda a 
través de poros o grietas de sedimentos y rocas, proveniente de la precipitación o de 
fuentes superficiales y subsuperficiales interconectadas con sistemas acuáticos y 
terrestres interdependientes, que cumplen una importante función reguladora de las 
corrientes hídricas y la prestación de servicios ecosistémicos.  

Conectividad funcional de los acuíferos y humedales: Capacidad del ecosistema 
de garantizar una dinámica relacional que permite suplir las necesidades básicas de 
alimento y refugio indispensables para las especies dependientes de ecosistemas 
diversos y de naturaleza fluctuante.  La conectividad funcional puede ser potenciada 
por acciones de conservación ecológica por parte de la acción humana.  
 

Artículo 4. Principios aplicables. Además de los principios rectores del Sistema de 
Gestión de Riesgos y de Política Ambiental, se incorporarán los siguientes:  

1. Interoperabilidad. La Interoperabilidad es la capacidad de los sistemas de 
información y de los procedimientos a los que éstos dan soporte, de compartir datos y 
posibilitar el intercambio de información y conocimiento entre estos. Es decir, 
comunicación entre distintos sistemas con distintos datos en distintos formatos de modo 
que la información pueda ser compartida, accesible desde distintos entornos y 
comprendida por cualquiera de estos. Las entidades públicas, mixtas y/o privadas con 
funciones públicas pondrán a disposición los recursos tecnológicos, de investigación, 
físicos y humanos, para lograr este propósito de interoperabilidad.  

2. Datos abiertos. Es información pública dispuesta en formatos que permiten su uso 
y reutilización bajo licencia abierta y sin restricciones legales para su aprovechamiento.  

3. Enfoque Multiescalar: Representa la búsqueda de una visión más amplia, que 
reconozca la complejidad del problema y la necesidad de considerar simultáneamente 
las múltiples relaciones y papeles de las escalas geográficas en la explicación del 
desarrollo territorial, así como de sus políticas, integrando los actores sociales y sus 
relaciones.  

4. No regresividad: Prohibición de modificar la normativa, políticas y jurisprudencia, 
para retroceder respecto a los niveles de protección alcanzados.  

5. Corresponsabilidad de causación del riesgo: en cumplimiento de los deberes 
de precaución, solidaridad y autoprotección tanto en lo personal, como en sus bienes, 
los ciudadanos son corresponsables por acciones que les sean atribuibles y que 
requieran de la adopción de medidas necesarias para hacer cesar la amenaza o 
vulneración de los derechos colectivos, en concurrencia con las entidades 
gubernamentales.  
 

Artículo 5°. Fortalecimiento del Sistema de Información Ambiental de 
Colombia -SIAC y Sistemas de Alerta Temprana. Para garantizar una eficiente 
prospectiva y respuesta de adaptación ante el cambio climático y gestión de riesgos 
climáticos, se fortalecerá el Sistema de Información Ambiental de Colombia-SIAC para 
que se convierta en la plataforma sombrilla de los sistemas de información ambiental y 

los Sistemas de Alerta Temprana garantizando la digitalización de datos abiertos, 
integrando la información actualmente existente, nueva información y accesibilidad de 
los diferentes actores gestores del riesgo, entidades públicas y privadas, bajo los 
principios relacionados en el artículo 5° de esta misma ley.  

Parágrafo. Para el desarrollo del SIAC como plataforma sombrilla, se tendrá un plazo 
de dos años, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, en cabeza de las 
entidades coordinadoras del SIAC y Sistemas de Alerta Temprana.  
 

Artículo 6°. Procesos institucionales, administrativos y de participación para 
el uso y acceso efectivo a la información del SIAC, SISCLIMA y Sistemas de 
Alerta Temprana. Las autoridades ambientales, territoriales, sectoriales y los gestores 
de riesgo deberán implementar mecanismos de generación, recolección, compartición 
y agregación de datos, así como la integración y actualización de la información en las 
plataformas definidas para el efecto por las entidades responsables, en un periodo 
máximo de dos años. Este proceso deberá convocar el apoyo de la academia, 
organizaciones sociales, entes de control e integración con mecanismos de ciencia 
ciudadana, que permitan la implementación de monitoreo participativo de las 
subcuencas y municipios procurando la conectividad funcional de los humedales en su 
jurisdicción.  

Parágrafo. Los resultados del proceso de implementación de esta ley, se integrará al 
Sistema Integrador de Información sobre Vulnerabilidad, Riesgo y Adaptación al Cambio 
Climático (SIIVRA) a través de mecanismos de interoperabilidad interinstitucional.  
 

Artículo 7 °. Modelación ecohidrológica: El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible liderará el desarrollo y ajuste de Herramientas y Protocolos de modelación 
ecohidrológica, incorporando la dimensión de extremos climáticos, riesgos climáticos, 
sedimentos, caudales bióticos, ecológicos y ambientales, desde una perspectiva de 
sistemas socioecológicos, garantizando la implementación en los 

humedalesidentificados en la presente Ley, y se realizará dentro de los dos años 
siguientes a partir de su expedición.  

Parágrafo. Los protocolos deben desarrollar acciones articuladas con las Redes de 
monitoreo Hidrometeorológico, Sistema Red Nacional de Radares Meteorológicos, Red 
Nacional de Sedimentos, Red de Referencia Nacional de Calidad del Agua, Red Básica 
Nacional de Aguas Subterráneas, Red Nacional de Isotopía, y Redes regionales de 
monitoreo, Red Nacional de Humedales de Colombia y la Red de vigilancia para la 
conservación y protección de las Aguas Marinas y costeras de Colombia. 
 

Artículo 8° Fortalecimiento de la red de estaciones y sistemas de monitoreo. 
El fortalecimiento y mantenimiento de las redes de monitoreo existentes, así como las 
nuevas instalaciones de sistemas de monitoreo por métodos directos o continuos, se 
realizará de acuerdo con las competencias territoriales y funcionales, el marco de 
sostenibilidad y operación misional definidas por la ley y los CONPES vigentes, quienes 
darán prioridad a las zonas definidas en el ámbito de aplicación de la presente Ley, en 
el marco de la concurrencia y complementariedad.  

Parágrafo 1. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible establecerá hasta (1) 
un año siguiente a la aprobación de esta ley, los lineamientos para la implementación 
de mecanismos de modelación, seguimiento y monitoreo de sedimentos y pérdida de 
suelo, a las zonas con humedales, en el contexto de la definición del artículo 3 de esta 
ley.  

Parágrafo 2. La DIMAR a través de IDE- Infraestructura de Datos espaciales, 
dispondrá los mecanismos de articulación con entidades nacionales y regionales para la 
interoperabilidad de datos fluviales, levantamientos y cartografía náutica.  
 

Artículo 9 °. Planes y Esquemas de Ordenamiento Territorial. Las Autoridades 
Ambientales correspondientes, en las instancias de concertación y consulta, verificarán 
que los municipios incorporen en su Planes, Planes Básicos y Esquemas de 
Ordenamiento Territorial el reconocimiento de los humedales como parte de los 



Gaceta del Congreso  478	 Martes, 8 de abril de 2025	 Página 3

instrumentos del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de desastres y el sistema 
nacional de cambio climático en su componente de adaptación, no obstante, 
conservando la condición de determinante ambiental definidas por la legislación vigente 
para los humedales.  
 

Artículo 10°. Los humedales como ecosistemas de adaptación ante el cambio 
climático y la resiliencia climática. Los municipios con humedales deberán 
incorporarlos al Sistema de Gestión de Riesgo-SGR y al SISCLIMA-Sistema Nacional de 
Cambio Climático en su componente de adaptación ante el Cambio Climático, como 
ecosistemas de adaptación ante el cambio climático y resiliencia climática. En 
cumplimiento del principio de corresponsabilidad de la gestión del riesgo, se 
fortalecerán los sistemas participativos de alerta temprana, y serán reconocidos los 
humedales como parte del Sistema de Gestión de Riesgos, en sus instrumentos de 
planeación.  

Parágrafo 1. Los humedales de Colombia son reconocidos como Áreas de Importancia 
para la conservación Biológica e Integridad Ecológica para aves, mamíferos, insectos, 
anfibios y reptiles, peces, crustáceos, especies migratorias y residentes, que 
contribuyen a la disponibilidad de agua dulce y la resiliencia climática y económica, en 
el marco de la normatividad vigente.  

Parágrafo 2. Se actualizarán los Planes Territoriales de Gestión del Riesgo de desastre 
y Estrategias Municipales de Respuesta, priorizando la intervención de humedales y 
zonas con alta amenaza de riesgos climáticos.  

Parágrafo 3. El seguimiento a esta ley y sus resultados se constituirán como aportes 
a las metas de la Convención RAMSAR, los Convenios de Diversidad Biológica-CDB, al 
Sistema Nacional de Información de Gestión de Riesgos y a la Estrategia de Lucha 
contra la desertificación, sequía y erosión.  
 

Artículo 11. Vigilancia y Control urbanístico. Las autoridades de control urbano y 
las autoridades ambientales deberán vigilar y controlar acciones urbanísticas en su 

entorno, teniendo en cuenta las condiciones hidrogeomorfológicas, de suelos hídricos, 
y de aquellos que posean características físicas que impidan el desarrollo de estructuras 
civiles urbanas seguras ante escenarios de inundaciones, sismos, avalanchas y otros 
riesgos climáticos, en el marco de los procedimientos urbanísticos vigentes.  
 

Artículo 12. Criterios de Priorización. En relación con la adopción de medidas 
preventivas, prospectivas, prescriptivas o correctivas, la intervención se priorizará según 
el siguiente orden:  

1. Áreas con recurrencia de eventos climáticos de inundación, movimientos en masa, 
avalanchas o sequias, con impacto en vidas humanas y fauna silvestre y acuática.  

2. Ecorregiones estratégicas para la conservación, protección y uso sostenible  

Parágrafo. Áreas sujeto especial de recuperación de humedales. Establézcase 
la región de la Mojana y las zonas de alta montaña, como sujeto especial de 
recuperación, por lo cual las entidades del Sistema Nacional Ambiental y del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos priorizarán estas regiones y dispondrán de todos los 
recursos financieros necesarias para el rescate de sus humedales y cuencas. 
 

Artículo 13. Financiación. Se autoriza al Gobierno nacional para incorporar dentro 
del Presupuesto General de la Nación, los recursos presupuestales necesarios para la 
implementación de la presente ley de acuerdo con la disponibilidad de recursos 
existentes respecto al Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de los 
respectivos sectores  
 

Artículo 14. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 03 de abril de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 168 DE 2024 

SENADO – 073 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE INCORPORAN 
LOS HUMEDALES AL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DEL RIESGOS DE 
DESASTRES Y AL SISTEMA NACIONAL DE CAMBIO CLIMÁTICO EN SU 
COMPONENTE DE ADAPTACIÓN, SE ADOPTAN MECANISMOS EN LAS 
CUENCAS HIDROGRAFICAS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
ESMERALDA HERNÁNDEZ SILVA   CATALINA PEREZ PÉREZ 
Coordinadora Ponente     Senadora Ponente  
 
 
 
 
 

JOSÉ DAVID NAME CARDOZO 
Senador Ponente 

 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 03 de abril de 2025, de conformidad con el texto 
propuesto para segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
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y Estrategias Municipales de Respuesta, priorizando la intervención de humedales y 
zonas con alta amenaza de riesgos climáticos.  

Parágrafo 3. El seguimiento a esta ley y sus resultados se constituirán como aportes 
a las metas de la Convención RAMSAR, los Convenios de Diversidad Biológica-CDB, al 
Sistema Nacional de Información de Gestión de Riesgos y a la Estrategia de Lucha 
contra la desertificación, sequía y erosión.  
 

Artículo 11. Vigilancia y Control urbanístico. Las autoridades de control urbano y 
las autoridades ambientales deberán vigilar y controlar acciones urbanísticas en su 

entorno, teniendo en cuenta las condiciones hidrogeomorfológicas, de suelos hídricos, 
y de aquellos que posean características físicas que impidan el desarrollo de estructuras 
civiles urbanas seguras ante escenarios de inundaciones, sismos, avalanchas y otros 
riesgos climáticos, en el marco de los procedimientos urbanísticos vigentes.  
 

Artículo 12. Criterios de Priorización. En relación con la adopción de medidas 
preventivas, prospectivas, prescriptivas o correctivas, la intervención se priorizará según 
el siguiente orden:  

1. Áreas con recurrencia de eventos climáticos de inundación, movimientos en masa, 
avalanchas o sequias, con impacto en vidas humanas y fauna silvestre y acuática.  

2. Ecorregiones estratégicas para la conservación, protección y uso sostenible  

Parágrafo. Áreas sujeto especial de recuperación de humedales. Establézcase 
la región de la Mojana y las zonas de alta montaña, como sujeto especial de 
recuperación, por lo cual las entidades del Sistema Nacional Ambiental y del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgos priorizarán estas regiones y dispondrán de todos los 
recursos financieros necesarias para el rescate de sus humedales y cuencas. 
 

Artículo 13. Financiación. Se autoriza al Gobierno nacional para incorporar dentro 
del Presupuesto General de la Nación, los recursos presupuestales necesarios para la 
implementación de la presente ley de acuerdo con la disponibilidad de recursos 
existentes respecto al Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de los 
respectivos sectores  
 

Artículo 14. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 03 de abril de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 168 DE 2024 

SENADO – 073 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE INCORPORAN 
LOS HUMEDALES AL SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN DEL RIESGOS DE 
DESASTRES Y AL SISTEMA NACIONAL DE CAMBIO CLIMÁTICO EN SU 
COMPONENTE DE ADAPTACIÓN, SE ADOPTAN MECANISMOS EN LAS 
CUENCAS HIDROGRAFICAS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
ESMERALDA HERNÁNDEZ SILVA   CATALINA PEREZ PÉREZ 
Coordinadora Ponente     Senadora Ponente  
 
 
 
 
 

JOSÉ DAVID NAME CARDOZO 
Senador Ponente 

 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 03 de abril de 2025, de conformidad con el texto 
propuesto para segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 2 DE ABRIL DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 227 DE 2024 

SENADO, 013 DE 2023 CÁMARA 

por medio de la cual se formulan lineamientos para la política pública a favor de los micronegocios 
barriales y vecinales del país y se dictan otras disposiciones.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 02 DE ABRIL DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 227 

DE 2024 SENADO – 013 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE LOS 
FORMULAN LINEAMIENTOS PARA LA POLÍTICA PÚBLICA A FAVOR DE LOS 
MICRONEGOCIOS BARRIALES Y VECINALES DEL PAÍS Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES”. 
 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA, 

DECRETA: 

ARTÍCULO 1º Objeto. Establecer lineamientos de política pública con enfoque 
territorial para el fortalecimiento, formalización y generación de empleo a través de los 
micronegocios barriales y vecinales del país, como parte de la economía popular y 
comunitaria, así como de las tiendas y panaderías de barrio como aliados estratégicos 
en el suministro de los productos de primera necesidad. 
 

ARTÍCULO 2° Definición. Para efectos de la presente Ley se define como 
micronegocio barrial o vecinal aquella unidad económica que se caracteriza por contar 
de una (1) a nueve (9) personas ocupadas y desarrollar una actividad productiva de 
bienes o servicios con el objeto de obtener un ingreso, actuando en calidad de 
propietario o arrendatario de los medios de producción ubicado en las zonas barriales 
o rurales, cuyos ingresos brutos anuales no superen tres mil quinientas (3.500) 
Unidades de Valor Tributario.  

Esta definición no incluye tiendas de cadena, grandes superficies ni franquicias. 
 

ARTÍCULO 3°. Creación de la política pública y sus lineamientos. Créase la 
Política pública Nacional de los micronegocios barriales y vecinales del país, en la cual 
se dispondrán, entre otros, de los siguientes lineamientos:  

a) Reconocer a los micronegocios, como parte de la cadena de comercialización y 
suministro de productos alimentarios y de aseo de la canasta básica y de primera 
necesidad de los hogares colombianos. 

b) Incluir a los micronegocios barriales y vecinales del país en los programas de 
promoción y acompañamiento social y empresarial a microempresas.  

c) Generar los mecanismos suficientes para fortalecer los sistemas de información 
y consolidación del censo nacional para que los entes territoriales puedan realizar 
programas de focalización en beneficio de esta población.  

d) Fortalecer las Redes de Regionales de Emprendimiento-RRE o quien haga sus 
veces, para que en concordancia con las entidades territoriales puedan realizar 
programas de focalización y priorización en beneficio de esta población.  

e) Establecer a través de la Unidad Administrativa Especial de Organizaciones 
Solidarias – UAEOS, mecanismos para promover la asociatividad a pequeña 
escala desde los micronegocios y la movilidad laboral.  

f) Promover programas educativos para el fortalecimiento de esta población, a nivel 
nacional y territorial a través del SENA, o quien haga sus veces, a través de 
organizaciones gremiales con amplia trayectoria y conocimiento demostrable del 
canal tradicional y del capital semilla por medio del Fondo Emprender, para el 
fortalecimiento de esta población. 

g) Certificar las competencias y aprendizajes obtenidos con la experiencia laboral y 
la incorporación al Sistema Nacional de Cualificaciones. 

h) Crear la Ruta para la formalización de los micronegocios objeto de la presente 
Ley.  Para tal efecto se dispondrá de una ruta especial de atención y 
simplificación de trámites que permita avanzar en los esfuerzos por unificar y 
reducir los requisitos exigidos y promover programas de fortalecimiento 
empresarial que permitan su consolidación.  

i) Crear líneas de crédito para micronegocios a cargo de Bancoldex y el Banco 
Agrario con plazos y condiciones especiales, las cuales contarán con respaldo de 
garantía del Fondo Nacional de Garantías – FNG o cualquier tipo de garantía 
legalmente admisible. Se considerará el acceso preferente a mujeres cabeza de 
hogar, adultos mayores, personas en condición de discapacidad, así como a 
quien demuestre por medio de los criterios que establezca el Gobierno Nacional, 
que tiene a su cargo personas mayores o en condición de discapacidad. Del 
mismo modo, se incluirán los micronegocios de barrio y vecinales en los 
beneficios de la Ley 2157 de 2021 que le sean aplicables. 
 
Los créditos aprobados, que se respalden con garantías mobiliarias deberán 
inscribirse en el servicio de garantías mobiliarias de que trata la Ley 1676 de 

2013. Los derechos de este servicio para todos los efectos son un precio fijo y 
razonable a cargo de la entidad financiadora. 

 

El Gobierno Nacional reglamentará una tarifa preferente para las madres cabeza 
de hogar mayores de 53 años, que sean dueñas de los establecimientos a los 
que se refiere la presente ley. 

j) Incentivar la participación en las compras públicas.  
k) Promocionar programas de formalización laboral y de ahorro para la vejez a 

través de BEPS o cotización a pensión, para fortalecer y mitigar condiciones de 
pobreza de la población independiente, al ser adultos mayores.  

l) Articular las acciones territoriales y nacionales en favor de las tiendas y 
panaderías de barrio y vecinales del país, bajo los parámetros del orden nacional 
establecidos en torno a la Seguridad Alimentaria y Nutricional y planes de 
abastecimiento. 

m) Reconocer las actividades de cuidado que tienen lugar en paralelo con el trabajo 
en los micronegocios barriales y vecinales de propiedad de mujeres, generando 
acciones para reducir, redistribuir y armonizar las actividades de cuidado con el 
trabajo. 

n) Incentivar el acceso a procesos de innovación estructurados y permanentes para 
los micronegocios barriales y vecinales de propiedad de mujeres. 

o) El Departamento de Prosperidad Social –DPS- también podrá contribuir con 
programas de apoyo al emprendimiento o capital semilla, como parte de 
fortalecimiento en el suministro de los productos de primera necesidad, para los 
micronegocios de barrio. 

p) Fortalecer la economía popular y comunitaria a través del sistema de incubadoras 
empresariales, para esto podrá desarrollar programas de entrega de capital 
semilla a los micronegocios de barrio y vecinales que refiere la presente ley. 

q) Brindar acompañamiento integral a las comunidades campesinas, indígenas, 
negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, que respondan a las 
necesidades de estas comunidades y sus territorios. 

 
PARÁGRAFO PRIMERO. La formulación y reglamentación de la política pública 
nacional de los micronegocios barriales y vecinales del país deberá expedirse dentro de 
los 6 (seis) meses siguientes a la expedición de la presente ley y estará a cargo del 

Ministerio de Comercio, Industria y Turismo en articulación con el Consejo Nacional de 
la Economía Popular o quien haga sus veces y con las entidades y actores con incidencia 
en las disposiciones de esta ley. 

Para efecto de garantizar que la reglamentación cumpla con el alcance y los principios 
rectores que contiene la presente ley el Gobierno Nacional deberá, de manera previa a 
su expedición presentar borrador de la misma al Congreso de la República para 
conocimiento de todos los congresistas, y a las Comisiones Terceras de ambas Cámaras, 
para su respectivo estudio y refrendación.  Lo anterior sin perjuicio de los mecanismos 
de consulta al público, de conformidad a la Ley 1712 de 2014, que se sirva implementar 
el Gobierno Nacional en aras de la transparencia que debe acompañar estos procesos. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. Los planes y programas de promoción y acompañamiento 
social y empresarial a microempresas, así como los programas de focalización y 
priorización en beneficio y los programas educativos, de formación y capacitación, a los 
que hace referencia la presente ley, se diseñarán y ejecutarán teniendo en cuenta un 
enfoque étnico y territorial. 
 

ARTÍCULO 4º. Formación y Capacitación. El Gobierno Nacional promoverá la 
generación de programas de formación empresarial y emprendimiento y el acceso a los 
mismos, por parte del personal que trabaja en micronegocios barriales y vecinales; así 
como programas de educación y formación en temas de contabilidad y finanzas y 
mitigación de los riesgos empresariales. Asimismo, desarrollará acciones para facilitar 
la certificación y evaluación de sus competencias laborales. 

Se creará una línea de formación especial para mejorar las capacidades y uso de las 
tecnologías de la información, ventas e-commerce, negocios tecnológicos, domicilios y 
relacionados, y brindará asesoría en la creación de modelos de negocios que les permita 
consolidar sus proyectos, liderado desde una ruta de emprendimiento que se materialice 
en la comercialización mediante ruedas de negocios y ferias empresariales. 

PARÁGRAFO PRIMERO.  El Gobierno Nacional y el Consejo Nacional de la Economía 
Popular del artículo 74 de la Ley 2294 de 2023, coordinará acciones con el sector público 
y privado en departamentos, distritos y municipios, para garantizar el acceso de esta 
población a diferentes programas de formación, relacionados con cadenas de 
abastecimiento local y regional, logística, ventas, educación económica y financiera, 
contabilidad, marketing, salubridad, servicio al cliente, entre otros.  
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PARÁGRAFO SEGUNDO.  El Gobierno Nacional, en coordinación con el SENA y las 
Cámaras de Comercio, desarrollará programas específicos de formación y capacitación 
empresarial para los propietarios y trabajadores de micronegocios barriales y vecinales. 
 

ARTÍCULO 5º. Acompañamiento y Seguimiento a la Implementación de la 
Política Pública. Con el propósito de realizar una efectiva implementación de la 
Política Pública, el Gobierno Nacional y las entidades territoriales, dentro del marco de 
sus competencias y con la correspondiente asignación de recursos, realizarán amplia 
difusión de la misma respecto a beneficios y a la vez, brindarán acompañamiento en 
los procesos de postulación, inscripción y seguimiento de los beneficiarios de las 
medidas dispuestas en la presente ley. 

PARÁGRAFO PRIMERO. En desarrollo de estos planes, y siempre que se aseguren 
los recursos necesarios, el Gobierno Nacional y los entes territoriales, podrán crear 
programas para el fortalecimiento empresarial de las tiendas y panaderías de barrio y 
vecinales del país, en los que priorizarán la incorporación a programas sociales y de 
bienestar a mujeres, jóvenes, personas con discapacidad, personas con vidas 
campesinas rurales, comunidades campesinas, indígenas, negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras, personas que tengan a su cargo personas en condición de 
discapacidad y adultos mayores propietarios o que se encuentren a cargo de estos 
micronegocios.  

PARÁGRAFO SEGUNDO. Sin perjuicio de los sujetos priorizados en el parágrafo 
anterior, los programas para el fortalecimiento empresarial de las tiendas y panaderías 
de barrio y vecinales, desarrollados por el Gobierno Nacional serán implementados en 
los municipios PDET. 
 

ARTÍCULO 6º. Incorporación en los planes y políticas nacionales y sectoriales 
en el marco de la garantía del Derecho Humano a la Alimentación y Nutrición 
Adecuada. El Gobierno Nacional a través del Departamento Nacional de Planeación y 
en coordinación con las entidades territoriales, incorporará a las tiendas y panaderías 
de barrio y vecinales como parte de los micronegocios del país, en los términos de la 
presente Ley, como actores estratégicos en los planes sectoriales, nacionales y 
territoriales, que se creen para garantizar el Derecho Humano a la Alimentación y 
Nutrición Adecuada y de abastecimiento en el país. De esta manera, se deberá incluir 
lineamientos a su favor, en el Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, así 

como en la política de seguridad alimentaria y nutricional, y en la política pública de 
abastecimiento, o lo que lo sustituya y que formule el gobierno nacional, en desarrollo 
de sus funciones constitucionales y legales.  

PARÁGRAFO PRIMERO. En desarrollo de estos planes, y con la correspondiente 
asignación de recursos, los entes territoriales podrán crear programas para el 
fortalecimiento empresarial de las tiendas y panaderías de barrio y vecinales, como 
parte de los micronegocios del país, en los que priorizará la incorporación a programas 
sociales y de bienestar de mujeres y adultos mayores, comunidades campesinas, 
indígenas, negras afrocolombianas, raizales y palenqueras, personas en condición de 
discapacidad y cuidadores de personas en condición de  discapacidad, propietarios o 
que se encuentren a cargo de estos micronegocios.  

PARÁGRAFO SEGUNDO. El Gobierno Nacional garantizará que la presente disposición 
opere de manera complementaria con las disposiciones contenidas en la Ley 2046 de 
2020. 

PARÁGRAFO TERCERO. Para la implementación de los planes, el Gobierno Nacional 
establecerá una estrategia para el acompañamiento a las alcaldías y gobernaciones, 
con la finalidad de que las entidades territoriales, dentro del marco de su autonomía 
administrativa y presupuestal, puedan llevar a cabo su implementación. Lo anterior no 
obsta para que el Gobierno nacional pueda destinar los recursos necesarios para la 
implementación de los planes nacionales de seguridad alimentaria, nutricional y de 
abastecimiento en todo el país 
 

ARTÍCULO 7°. Conforme al artículo 90 de la Ley 2294 de 2023, el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística -DANE incluirá dentro de la Encuesta Nacional de 
Micronegocios, un módulo especial para la captura y seguimiento de información 
estadística sobre tiendas y panaderías de barrio y vecinales, en los términos de la 
presente Ley 

 
ARTÍCULO  8 (NUEVO). Alivios en servicios públicos domiciliarios. Para los 
establecimientos indicados en la presente Ley como micronegocios catalogados como 
usuarios no residenciales, se eliminará el cobro de la contribución especial, tasa o 
sobretasa sobre los servicios públicos. 

ARTÍCULO  9 Vigencia. Esta Ley rige a partir del momento de su promulgación. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 02 de abril de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 227 DE 2024 
SENADO – 013 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE LOS 
FORMULAN LINEAMIENTOS PARA LA POLÍTICA PÚBLICA A FAVOR DE LOS 
MICRONEGOCIOS BARRIALES Y VECINALES DEL PAÍS Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
MAURICIO GÓMEZ AMÍN 
Senador Ponente   
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 02 de abril de 2025, de conformidad con el texto 
propuesto para segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

PARÁGRAFO SEGUNDO.  El Gobierno Nacional, en coordinación con el SENA y las 
Cámaras de Comercio, desarrollará programas específicos de formación y capacitación 
empresarial para los propietarios y trabajadores de micronegocios barriales y vecinales. 
 

ARTÍCULO 5º. Acompañamiento y Seguimiento a la Implementación de la 
Política Pública. Con el propósito de realizar una efectiva implementación de la 
Política Pública, el Gobierno Nacional y las entidades territoriales, dentro del marco de 
sus competencias y con la correspondiente asignación de recursos, realizarán amplia 
difusión de la misma respecto a beneficios y a la vez, brindarán acompañamiento en 
los procesos de postulación, inscripción y seguimiento de los beneficiarios de las 
medidas dispuestas en la presente ley. 

PARÁGRAFO PRIMERO. En desarrollo de estos planes, y siempre que se aseguren 
los recursos necesarios, el Gobierno Nacional y los entes territoriales, podrán crear 
programas para el fortalecimiento empresarial de las tiendas y panaderías de barrio y 
vecinales del país, en los que priorizarán la incorporación a programas sociales y de 
bienestar a mujeres, jóvenes, personas con discapacidad, personas con vidas 
campesinas rurales, comunidades campesinas, indígenas, negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras, personas que tengan a su cargo personas en condición de 
discapacidad y adultos mayores propietarios o que se encuentren a cargo de estos 
micronegocios.  

PARÁGRAFO SEGUNDO. Sin perjuicio de los sujetos priorizados en el parágrafo 
anterior, los programas para el fortalecimiento empresarial de las tiendas y panaderías 
de barrio y vecinales, desarrollados por el Gobierno Nacional serán implementados en 
los municipios PDET. 
 

ARTÍCULO 6º. Incorporación en los planes y políticas nacionales y sectoriales 
en el marco de la garantía del Derecho Humano a la Alimentación y Nutrición 
Adecuada. El Gobierno Nacional a través del Departamento Nacional de Planeación y 
en coordinación con las entidades territoriales, incorporará a las tiendas y panaderías 
de barrio y vecinales como parte de los micronegocios del país, en los términos de la 
presente Ley, como actores estratégicos en los planes sectoriales, nacionales y 
territoriales, que se creen para garantizar el Derecho Humano a la Alimentación y 
Nutrición Adecuada y de abastecimiento en el país. De esta manera, se deberá incluir 
lineamientos a su favor, en el Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, así 

como en la política de seguridad alimentaria y nutricional, y en la política pública de 
abastecimiento, o lo que lo sustituya y que formule el gobierno nacional, en desarrollo 
de sus funciones constitucionales y legales.  

PARÁGRAFO PRIMERO. En desarrollo de estos planes, y con la correspondiente 
asignación de recursos, los entes territoriales podrán crear programas para el 
fortalecimiento empresarial de las tiendas y panaderías de barrio y vecinales, como 
parte de los micronegocios del país, en los que priorizará la incorporación a programas 
sociales y de bienestar de mujeres y adultos mayores, comunidades campesinas, 
indígenas, negras afrocolombianas, raizales y palenqueras, personas en condición de 
discapacidad y cuidadores de personas en condición de  discapacidad, propietarios o 
que se encuentren a cargo de estos micronegocios.  

PARÁGRAFO SEGUNDO. El Gobierno Nacional garantizará que la presente disposición 
opere de manera complementaria con las disposiciones contenidas en la Ley 2046 de 
2020. 

PARÁGRAFO TERCERO. Para la implementación de los planes, el Gobierno Nacional 
establecerá una estrategia para el acompañamiento a las alcaldías y gobernaciones, 
con la finalidad de que las entidades territoriales, dentro del marco de su autonomía 
administrativa y presupuestal, puedan llevar a cabo su implementación. Lo anterior no 
obsta para que el Gobierno nacional pueda destinar los recursos necesarios para la 
implementación de los planes nacionales de seguridad alimentaria, nutricional y de 
abastecimiento en todo el país 
 

ARTÍCULO 7°. Conforme al artículo 90 de la Ley 2294 de 2023, el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística -DANE incluirá dentro de la Encuesta Nacional de 
Micronegocios, un módulo especial para la captura y seguimiento de información 
estadística sobre tiendas y panaderías de barrio y vecinales, en los términos de la 
presente Ley 

 
ARTÍCULO  8 (NUEVO). Alivios en servicios públicos domiciliarios. Para los 
establecimientos indicados en la presente Ley como micronegocios catalogados como 
usuarios no residenciales, se eliminará el cobro de la contribución especial, tasa o 
sobretasa sobre los servicios públicos. 

ARTÍCULO  9 Vigencia. Esta Ley rige a partir del momento de su promulgación. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 02 de abril de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 227 DE 2024 
SENADO – 013 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE LOS 
FORMULAN LINEAMIENTOS PARA LA POLÍTICA PÚBLICA A FAVOR DE LOS 
MICRONEGOCIOS BARRIALES Y VECINALES DEL PAÍS Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
MAURICIO GÓMEZ AMÍN 
Senador Ponente   
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 02 de abril de 2025, de conformidad con el texto 
propuesto para segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 2 DE ABRIL DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 250 DE 2024 
SENADO, 070 DE 2023 CÁMARA, ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

114 DE 2023 CÁMARA
por medio de la cual se modifica la Ley 731 de 2002 y se adoptan medidas afirmativas, con el fin de 

garantizar la igualdad de oportunidades de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca; y se dictan 
otras disposiciones.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 02 DE ABRIL DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 250 

DE 2024 SENADO - 070 DE 2023 CÁMARA, ACUMULADO CON EL PROYECTO 
DE LEY No. 114 de 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA 
LA LEY 731 DE 2002 Y SE ADOPTAN MEDIDAS AFIRMATIVAS, CON EL FIN 

DE GARANTIZAR LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES DE LAS MUJERES 
RURALES, CAMPESINAS Y DE LA PESCA; Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES”. 
 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 

DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1°. OBJETO. La presente ley tiene por objeto modificar la Ley 731 de 2002 
y adoptar medidas legales de acción, políticas públicas específicas y programas de 
apoyo financiero y técnico, con el fin de garantizar la igualdad de oportunidades de las 
mujeres rurales, campesinas, de la pesca en todas sus modalidades, priorizando 
aquellas de bajos recursos económicos, de tal modo que posibiliten el goce y el ejercicio 
pleno de sus derechos económicos, culturales, sociales, políticos, ambientales y 
territoriales reconocidos en el ordenamiento jurídico nacional e internacional, para el 
cierre de brechas de discriminación histórica de las mujeres en la ruralidad.”  
 
ARTÍCULO 2°. ÁMBITO DE APLICACIÓN. La presente Ley se aplicará a todas las 
mujeres rurales, campesinas, de la pesca en todas sus modalidades, priorizando 
aquellas de bajos recursos económicos, o que, por razones del conflicto armado, el 
despojo de tierras o de las situaciones socioeconómicas han tenido que migrar del 
territorio rural.”  
 
ARTÍCULO 3º. Modifíquese el artículo 2º de la Ley 731 de 2002, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 2º. DEFINICIONES. Para los efectos de la presente ley, Mujer rural, 
campesina y de la pesca:  
 

Son todas aquellas mujeres, sin distingo de ninguna naturaleza e independientemente 
del lugar donde vivan, sus sistemas de vida están organizados alrededor de la cultura 
rural.  
 
Así como aquellas, cuyos medios de vida e ingresos están vinculadas con: la tierra, el 
agua, las formas de producción, el alimento, los eslabones de las cadenas productivas, 
las que se encargan de la comercialización, transformación de productos, labores 
relacionadas con el aprovechamiento de recursos naturales, la organización propia, la 
naturaleza, las artesanías, el turismo agroecológico rural, comunitario y las 
territorialidades configuradas histórica e interculturalmente con la ruralidad. Incluso si 
dichas actividades no son reconocidas por los sistemas de información y medición del 
Estado o no son remuneradas.  
 
Para los efectos de la presente Ley, se entenderá que el enunciado "Mujer Rural", "Mujer 
Campesina" y "Mujer de la Pesca" hace referencia al concepto integral de Mujer rural, 
campesina y mujer de la pesca en todas sus diversidades, priorizando las mujeres con 
bajos recursos económicos.  
 
Para todos los efectos, se entenderá como mujer de la pesca aquella que participa 
activamente en las actividades de pesca en las diversas etapas del proceso pesquero, 
que van desde la captura de los recursos acuáticos hasta su procesamiento, 
comercialización y venta. Las mujeres de la pesca participan en la economía, campesina 
familiar y comunitaria, desempeñan un rol importante en la seguridad y la soberanía 
alimentaria y en la preservación de prácticas pesqueras sostenibles. También son 
responsables de tareas adicionales como la recolección de mariscos, la gestión de 
pequeños negocios pesqueros y la participación en la cadena de valor del pescado.  
 
ARTÍCULO 4°. Adiciónese un Artículo Nuevo 2A a la Ley 731 de 2002, el cual quedará 
así:  
 
ARTÍCULO 2A. Serán principios, fines y enfoques de la presente Ley los siguientes:  
 
Principios  
 
a. Participación.  

b. Autonomía y autodeterminación.  
c. Igualdad de Oportunidades.  
d. Sostenibilidad.  
e. Progresividad y no regresividad.  
f. Articulación, corresponsabilidad y coordinación interinstitucional.  
e. Solidaridad.  
g. Diversidad cultural.  
 
Fines  
 
1.Respeto de los saberes y los conocimientos tradicionales de las mujeres rurales, 
campesinas y de la pesca.  
 
2.Reconocer y visibilizar los aportes de la mujer rural, campesina y de la pesca como 
agente transformadora en la economía familiar, la agricultura y economía nacional.  
 
3.Reconocer, redistribuir y reducir la carga de trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerados de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca.  
 
4.Promover el desarrollo rural eficaz, inclusivo, sostenible y resiliente.  
 
5.Garantizar el acceso integral a recursos productivos y financieros para las mujeres 
rurales, campesinas y de la pesca.  
 
6.Promover la autonomía económica de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca.  
 
7.Fomentar alianzas sostenibles y sustentables con los sectores público y privado para 
inclusión financiera y productiva e ingreso a mercados nacionales e internacionales de 
las mujeres rurales, campesinas y de la pesca.  
 
8. Reconocer, incluir y promover la labor de las mujeres rurales, campesinas y de la 
pesca en el cuidado de los ecosistemas, la mitigación de los efectos del cambio climático 
y la transición energética.  

9.Promover el trabajo digno y decente para las mujeres rurales, campesinas y de la 
pesca.  
 
10.Fortalecer el acceso al sistema de salud y seguridad social para garantizar el 
bienestar de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca.  
 
11.Fortalecer y garantizar la participación incidente de las mujeres rurales, campesinas 
y de la pesca a través del diálogo social en instancias de decisión a nivel del Gobierno 
Nacional, Departamental y Municipal.  
 
12. Fortalecer, promover y proteger las organizaciones de mujeres rurales, campesinas 
y de la pesca implementando estrategias dirigidas a garantizar la protección de las vidas 
campesinas y pescadoras y sus dimensiones tales como territorial, productiva, 
organizativa y cultural.  
 
13. Garantizar la igualdad de trato y la eliminación de cualquier discriminación, directa 
o indirecta contra las mujeres rurales, campesinas y de la pesca en todas las esferas de 
la vida.  
 
14. Invertir en bienes públicos, infraestructura, transferencias tecnológicas, acceso a la 
información inclusiva y transparente, y servicios sociales integrales dirigidos a mujeres 
rurales, campesinas y de la pesca, de acuerdo con las reglamentaciones que debe ser 
adelantadas para cada asignación de recursos propuesto en esta ley.  
 
15.Fortalecer la generación y el acceso a la información estadística e indicadores 
específicos y diferenciales de mujer rural, campesina y de la pesca. 
 
16.Fortalecer la prevención y atención de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca 
víctimas de violencia basadas en género.  
 
Enfoques  
 
1.Enfoque territorial.  
2.Enfoque de equidad para la mujer.  
3.Enfoque de derechos humanos de las mujeres rurales.  
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4.Enfoque Interseccional y diferencial.  
5.Enfoque campesinado.  
6.Enfoque curso de vida.  
7.Enfoque de discapacidad.  
8.Enfoque contra todas las formas de discriminación y étnico-racial.  
9.Enfoque ambiental.  
10.Enfoque de cuidado.  
11. Enfoque del cierre de brechas y protección a población vulnerable.  
12.Enfoque diferencial étnico.  
 
ARTÍCULO 5°. ECONOMIAS PARA LA VIDA. Modifíquese el artículo 3 de la Ley 731 
de 2002, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 3°. DE LAS ACTIVIDADES RURALES. La actividad rural comprende la 
multiactividad de las mujeres rurales campesinas y de la pesca relacionada con la tierra, 
la agricultura, la pesca, la producción pecuaria, los ecosistemas, los bienes comunes 
desde las labores agropecuarias, forestales y de minerías artesanal, hasta las 
relacionadas con la integración a cadenas productivas y comerciales en todas sus 
expresiones organizativas, incluyendo la agroindustria y la microempresa. El turismo 
rural y ecológicos, las artesanías, la transformación de metales y piedras preciosas y 
otros nuevos campos de oportunidad, incluyendo las actividades de mercadeo, 
transformación de productos y prestación de servicios y las labores relacionadas con el 
aprovechamiento de recursos naturales bajo los principios de sostenibilidad ambiental, 
las economías populares de base comunitaria, la economía campesina, familiar y 
comunitaria, la silvicultura, el aprovechamiento de los bienes y servicios de la 
biodiversidad, la transformación de materias primas, el turismo rural y ecológico, las 
economías del cuidado rural, las economías para la vida y el trabajo asalariado y de 
jornadas en circuitos empresariales agroindustriales.  
 
PARÁGRAFO 1°. Esta clasificación no excluye otras actividades que se puedan 
incorporar posteriormente  
 
PARÁGRAFO 2°. Lo anterior contempla todas aquellas actividades que hacen parte 
del desarrollo rural de los territorios y sus comunidades, incluso si dicha actividad no es 
reconocida por los sistemas de información y medición del Estado.” 

CAPÍTULO II 
 

FINANCIACIÓN PARA LAS INICIATIVAS DE MUJERES RURALES, 
CAMPESINAS Y DE LA PESCA Y FORTALECIMIENTO DE SU AUTONÓMÍA 

ECONÓMICA 
 

ARTÍCULO 6°. “FUERZA DE TRABAJO. Adiciónese un Artículo Nuevo 5A a la Ley 
731 de 2002, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 5A. CONTRAPARTIDAS A LAS ORGANIZACIONES DE MUJERES 
RURALES, CAMPESINAS Y PESCADORAS. Se deberá considerar la equivalencia en 
su fuerza de trabajo, de servicios o activos, en aquellos fondos, planes, programas o 
proyectos dirigidos a mujeres rurales, campesinas y de la pesca priorizando a mujeres 
de bajos recursos económicos, en los cuales se exijan contrapartidas a las 
organizaciones de mujeres rurales, campesinas y de la pesca.  
 
ARTÍCULO 7°. Modifíquese el artículo 6 de la Ley 731 de 2002, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 6°. DIFUSIÓN DE OFERTA INSTITUCIONAL Y CAPACITACIÓN. El 
Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Igualdad y Equidad o quien haga sus 
veces, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, y el Ministerio de Tecnologías de 
la Información y Comunicaciones, diseñará y coordinará una estrategia que garantice 
la difusión, acceso y participación en todo el territorio nacional de las mujeres rurales, 
campesinas y de la pesca, a la oferta institucional, promoviendo y gestionando el uso 
de diferentes herramientas tecnológicas y apuestas comunitarias locales.  
 
Esta estrategia deberá ser articulada con las entidades territoriales.  
 
ARTÍCULO 8°. CIERRE DE BRECHAS EN ACCESO A CRÉDITO, CREACIÓN DE 
CUPOS Y LÍNEAS DE CRÉDITO CON TASA PREFERENCIAL PARA LAS MUJERES 
RURALES, CAMPESINAS Y DE LA PESCA DE BAJOS INGRESOS. Teniendo en 
cuenta las necesidades y demandas de crédito de las mujeres rurales, la Comisión 
Nacional de Crédito Agropecuario creará una estrategia que contemple acciones 
afirmativas concretas encaminadas a la eliminación de barreras y cierre de brechas en 

el acceso a las mujeres rurales, campesinas y de la pesca y definirá una meta anual, 
con incrementos basados en análisis técnicos que contemplen resultados históricos del 
Gobierno Nacional, respecto a estas líneas de crédito con destino a constituir cupos y 
líneas de créditos con tasa preferencial, para financiar las actividades rurales 
desarrolladas por las mujeres rurales. En todo caso, tendrán disposición preferente de 
recursos durante la vigencia fiscal a dichos créditos las mujeres rurales, campesinas y 
de la pesca y víctimas del conflicto armado, cabeza de familia que desarrollen 
actividades en el sector agropecuario, de la agricultura, la economía campesina, 
familiar, y comunitaria, así como actividades asociadas a la economía tradicional, 
comunitaria biológica, ecológica y orgánica el aprovechamiento de los recursos 
naturales y manejo de la biodiversidad, bajo los principios de sostenibilidad ambiental. 
 
PARÁGRAFO 1. La estrategia para el cierre de brechas en el acceso a crédito a las 
mujeres rurales, campesinas y de la pesca eliminará las barreras, particularmente en 
función a las variables como el género, condición étnica y el nivel socioeconómico y 
será formulada dentro de los doce (12) meses siguientes a la entrada en vigencia de la 
presente ley y el proceso de creación deberá garantizar la participación de la población 
que pretende beneficiar. 
 
PARÁGRAFO 2. Para atender las líneas de Crédito para las mujeres Rurales de que 
trata el presente artículo, en el evento que los recursos llegaren a ser insuficientes para 
alcanzar la meta establecida en este artículo, Finagro podrá hacer uso de los recursos 
disponibles para atender otras líneas de crédito a fin de redescontar nuevos créditos de 
Mujeres Rural, siempre y cuando cuente con los recursos necesarios para su atención.  
 
PARÁGRAFO 3. La constitución de estos cupos y líneas de crédito, deberá contar con 
una estrategia de educación financiera que facilite a las mujeres beneficiarias su 
incursión, permanencia y mayor aprovechamiento al interior del sistema financiero.  
 
PARÁGRAFO 4. El Fondo Agropecuario de Garantías, FAG, establecerá una línea de 
seguros agropecuarios para las mujeres rurales, campesinas y de la pesca, para lo cual 
se brindará asistencia técnica obligatoria a través del fondo de apoyo y fomento a la 
mujer rural-FOAMMUR.   
 
ARTÍCULO 9°. Modifíquese el artículo 10 de la Ley 731 de 2002, el cual quedará así:  

 
ARTÍCULO 10°. CREACIÓN DEL FONDO DE FOMENTO PARA LAS MUJERES 
RURALES, FOMMUR. Créase el Fondo de Fomento para las Mujeres Rurales, 
FOMMUR, como una cuenta especial del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, el 
cual deberá orientarse al apoyo de planes, programas y proyectos de actividades 
rurales, que permitan la incorporación y consolidación de las mujeres rurales, 
campesinas y de la pesca y sus organizaciones dentro de la política económica y social 
del país, priorizando a las mujeres de bajos recursos económicos.  
 
PARÁGRAFO. Teniendo en cuenta el origen de los recursos que se destinen para el 
funcionamiento del FOMMUR, estos deberán ser asignados para la creación, promoción 
y fortalecimiento de formas asociativas de mujeres rurales, otorgamiento de créditos 
asociatícos, así como la  divulgación y capacitación en educación económica y financiera 
rural, para la formulación de planes, programas y proyectos en favor de las mujeres 
rurales, campesinas y de la pesca, que integren asociaciones rurales modelos colectivos 
de agronegocios, incluyendo integración empresarial y alianzas comerciales; y para la 
asistencia técnica, productiva, comercial y gerencial de los mismos. En todo caso, se 
deberá capacitar en educación económica y financiera rural, a las mujeres que resulten 
beneficiarias de los planes, programas o proyectos apoyados por el FOMMUR, con el fin 
de promover el desarrollo de competencias socio Empresariales de las mujeres rurales, 
campesinas y pescadoras y sus organizaciones legalmente constituidas.  
 
Igualmente, el FOMMUR podrá financiar u otorgar incentivos, garantías, apoyos y 
compensaciones que requieran las mujeres rurales. El Gobierno Nacional dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley reglamentará los 
requisitos para el otorgamiento de los incentivos.  
 
ARTÍCULO 10°. Adiciónese un parágrafo al Artículo 11 de la Ley 731 de 2002, el cual 
quedará así: 
 
ARTÍCULO 11°. DE LA ADMINISTRACIÓN DEL FONDO DE FOMENTO PARA LAS 
MUJERES RURALES, FOMMUR. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
contratará la administración del FOMMUR para lo cual determinará los requisitos que 
debe cumplir el administrador, la forma de selección del mismo y las condiciones para 
el desempeño de su labor. El proceso de selección garantizará la transparencia, 



Página 8	 Martes, 8 de abril de 2025	 Gaceta del Congreso  478

idoneidad y competencia técnica del administrador, con un enfoque intersectorial 
territorial y de equidad hacia la mujer.  
 
PARÁGRAFO. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en conjunto con la 
Administración del Fondo Fomento para las Mujeres Rurales (FOMMUR) rendirá un 
informe anual ante las Comisiones Económicas del Congreso de la República, y demás 
que tengan incidencia en los contenidos del mismo, en el cual se detallarán los avances 
de los planes, programas y proyectos adelantados en pro de la incorporación y 
consolidación de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca dentro de la política 
económica y social del país. Este informe incluirá indicadores de impacto, auditorías 
independientes, y un apartado específico sobre la destinación y la ejecución de los 
recursos destinados, asegurando la transparencia y eficacia en el uso del fondo.  
 
Los secretarios de las Comisiones Económicas deberán nombrar una comisión accidental 
para evaluar y dictaminar los resultados de dicho informe.  
 
ARTÍCULO 11°. Modifíquese el artículo 13 de la Ley 731 de 2002, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 13°. EXTENSIÓN DEL SUBSIDIO FAMILIAR EN DINERO, ESPECIE 
Y SERVICIOS A LAS MUJERES RURALES, CAMPESINAS Y DE LA PESCA POR 
PARTE DE COMCAJA. La Caja de Compensación Familiar Campesina, COMCAJA, hará 
extensivo el subsidio familiar en dinero, especie y servicios a mujeres rurales, 
campesinas y de la pesca priorizando las de bajos recursos económicos, 
independientemente de que sean afiliadas o beneficiarias del sistema de subsidio 
familiar, del presupuesto general de la nación, o con recursos que se le otorguen en 
administración por parte de otras entidades del sector público, en cuyos objetivos se 
incluyan programas para zonas rurales, utilizando convenios interadministrativos 
suscritos entre las entre las respectivas entidades públicas.  
 
PARAGRAFO 1°. La Caja de Compensación Familiar Campesina, COMCAJA, hará 
extensiva la asignación del subsidio familiar, de conformidad con la caracterización 
poblacional contenida en el Registro Social de Hogares a cargo del Departamento 
Nacional de Planeación, o el instrumento que haga sus veces. Lo anterior, en 
observancia al ámbito de aplicación de la presente ley.  

PARAGRAFO 2°. Para la atención, administración, desarrollo y ejecución de los 
programas referentes a las mujer rural, campesina y pescadora las entidades públicas 
que dentro de sus objetivos incluyan planes, programas y/o proyectos que entreguen 
subsidios familiares en dinero, especie y servicios dirigidos a las mujeres rurales, 
campesinas y de la pesca, deberán suscribir convenios interadministrativos con la Caja 
de Compensación Campesina “COMCAJA”. Estos subsidios en dinero, especie y servicios 
estarán dirigidos exclusivamente a las mujeres rurales, campesinas y pescadoras de 
bajos recursos económicos.  
 
ARTÍCULO 12°. FOMENTO A LA COMERCIALIZACIÓN DE LOS BIENES Y 
SERVICIOS PRODUCIDOS POR LAS MUJERES RURALES, CAMPESINAS Y DE 
LA PESCA Y SUS ORGANIZACIONES. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
el Ministerio de Comercio Industria y Turismo y demás entidades encargadas impulsarán 
acciones y espacios para promover el comercio directo entre mujeres rurales, 
campesinas y de la pesca, sus organizaciones y los consumidores finales a través de la 
creación, ampliación y mejoramiento de circuitos cortos de comercialización, centros de 
acopio, centros de distribución, pasajes comerciales, plazas de mercado, mercados 
campesinos, ruedas de negocios y recintos feriales entre otros.  
 
PARAGRAFO 1°. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en articulación con 
otras entidades, acompañará a las mujeres rurales, campesinas y de la pesca y sus 
organizaciones, que así lo soliciten, para que adelanten el respetivo trámite ante la 
Superintendencia de Industria y Comercio o ante la autoridad correspondiente, a fin de 
solicitar el registro de bienes de propiedad industrial.  
 
PARAGRAFO 2°. Al otorgar los incentivos y estímulos de que trata el presente artículo, 
se deberá priorizar a la mujer víctima del conflicto armado, mujer cabeza de hogar, así 
como a aquellas que desarrollen actividades de agricultura campesina, familiar y 
comunitaria.  
 
ARTÍCULO 13°. Adiciónese un artículo nuevo 12A a la ley 731 de 2002, el cual quedará 
así:  
 
ARTÍCULO 12A. Las entidades territoriales, en el marco de su autonomía, podrán 
destinar hasta 5% de sus ingresos corrientes de libre destinación para la creación de 

fondos para la mujer rural, campesina y de la pesca, que promuevan y financien 
proyectos e iniciativas que tengan como finalidad dar cumplimiento a la presente ley.  
 
ARTÍCULO 14°. TRANSVERSALIZACIÓN DEL ENFOQUE TERRITORIAL Y DE 
EQUIDAD PARA LAS MUJERES EN EL SISTEMA NACIONAL DE REFORMA 
AGRARIA. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural garantizará la 
transversalización del enfoque intersectorial territorial y de equidad para la mujer en 
todos los componentes, subsistemas e instancias del Sistema Nacional de Reforma 
Agraria que consagra el artículo 2 de la Ley 160 de 1994, modificado por el artículo 51 
de la Ley 2294 de 2023.  
 
ARTÍCULO 15°. Modifíquese el artículo 25 de la Ley 731 de 2002, el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 25°. TITULACIÓN DE PREDIOS DE REFORMA AGRARIA A LAS 
EMPRESAS COMUNITARIAS O GRUPOS ASOCIATIVOS COMUNITARIOS DE 
MUJERES RURALES, CAMPESINAS Y DE LA PESCA. Podrán ser beneficiarias de la 
titulación de predios de reforma agraria las empresas comunitarias o grupos asociativos 
o comunitarios de mujeres rurales, campesinas y de la pesca que reúnan los demás 
requisitos exigidos por la ley. Igualmente, se garantiza el acceso preferencial a la tierra 
de las mujeres jefas de hogar y de aquellas que se encuentren en estado de 
desprotección social y económica y que cumplan con los requisitos establecidos en el 
artículo 4 del Decreto Ley 902 de 2017 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o 
sustituya  
 
ARTÍCULO 16°. Modifíquese el artículo 9° del Decreto Ley 902 de 2017, el cual 
quedará de la siguiente manera:  
 
ARTÍCULO 9°. RECONOCIMIENTO A LA ECONOMÍA DE CUIDADO. En todos los 
procesos de acceso y formalización de tierras se reconocerán como actividades de 
aprovechamiento de los predios rurales por las mujeres rurales, campesinas y de la 
pesca a efectos de la configuración de los hechos positivos constitutivos de ocupación 
o posesión, y especialmente para la formulación de los proyectos productivos en los 
programas de acceso a tierras, las actividades adelantadas por las mujeres rurales, 
campesinas y de la pesca priorizando las mujeres de bajos recursos y las que se 
encuentren en condición de discapacidad o bajo la denominación de economía de 

cuidado conforme a lo previsto por la Ley 1413 de 2010 y las demás disposiciones sobre 
la materia.  
 
PARÁGRAFO: El Gobierno Nacional desarrollará mecanismos para facilitar el 
reconocimiento y valoración del trabajo del cuidado realizado específicamente por las 
mujeres rurales campesinas y de la pesca.  
 

CAPÍTULO III 
EDUCACIÓN Y CAPACITACIÓN PARA LAS MUJERES RURALES, CAMPESINAS 

Y DE LA PESCA 
 

ARTÍCULO 17. Modifíquese el artículo 16 de la Ley 731 de 2002, el cual quedará así: 
  
ARTÍCULO 16. FOMENTO DE LA EDUCACIÓN RURAL. El Gobierno Nacional y las 
entidades territoriales, promoverán un servicio de educación rural de carácter formal, 
no formal e informal, educación superior, tecnológica que de manera equitativa amplíe 
la formación técnica a las mujeres rurales, campesinas y de la pesca en las actividades 
comprendidas en el artículo 3° de esta ley.  
 
En desarrollo del artículo 64 de la Ley 115 de 1994, el Gobierno Nacional y las entidades 
territoriales, promoverán el derecho a la educación campesina y rural de carácter 
formal, informal, educación superior, tecnológica y de Educación para el Trabajo y el 
Desarrollo Humano, que de manera equitativa amplíe la formación de las mujeres 
rurales, campesinas y de la pesca en las actividades comprendidas en el artículo 3° de 
esta ley; así como en otras áreas de formación como la educación ambiental, 
gobernanza, y aquellas que puedan ser aplicadas a la producción agropecuaria y rural. 
Para lo dispuesto en el presente artículo, se podrán habilitar modalidades de educación 
virtual y/o a distancia, que permitan el acceso a la formación y alfabetización en 
servicios digitales.  
 
PARÁGRAFO 1. El Plan Especial de Educación Rural (PEER) se armonizará con el 
propósito de incluir la preservación de las prácticas culturales y organizativas de las 
mujeres rurales, campesinas y de la pesca, en la tecnificación de actividades rurales, 
principalmente respecto a la agro industrialización, agroecología, oficios STEM y 
profesionalización de las labores de cuidado.  



Gaceta del Congreso  478	 Martes, 8 de abril de 2025	 Página 9

PARÁGRAFO 2. El Ministerio del Trabajo, en articulación con el SENA, dentro del año 
siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley realizará las respectivas 
coordinación y gestión con el fin de certificar las competencias laborales de las mujeres 
rurales, campesinas y de la pesca colombianas, garantizando la equidad a estos grupos 
poblacionales.  
 
PARÁGRAFO 3°. El Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio de Educación, dentro 
del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley adecuará un plan de acción 
para reducir la deserción educativa en todos los niveles de mujeres rurales, campesinas 
y de la pesca en las actividades comprendidas en el artículo 3° de esta ley.  
 
ARTÍCULO 18°. Modifíquese el artículo 17 de la ley 731 del 2002, por lo cual quedará 
así:  
 
ARTÍCULO 17°. CONDICIONES PARA EL ACCESO DE LAS MUJERES RURALES, 
CAMPESINAS Y DE LA PESCA A LOS PROGRAMAS DE FORMACIÓN 
REALIZADOS POR EL SENA. El Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, deberá velar 
para que en los programas de formación que lleve a cabo, se contemplen las iniciativas 
y necesidades de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca, y se garantice el 
enfoque intersectorial territorial y de equidad hacia la mujer en el acceso a todos los 
programas y cursos de capacitación técnica y profesional sin patrocinio ni discriminación 
alguna.  
 
Para ello, podrá actuar en coordinación con el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, a través de los comités de los que trata el artículo 34 de la presente Ley. 
Adicionalmente, se fortalecerán los procesos de Reconocimiento de Aprendizajes 
Previos (RAP) para las mujeres rurales, campesinas y de la pesca.  
 
PARÁGRAFO 1. En desarrollo de esta norma, el SENA deberá crear para las mujeres 
rurales, campesinas y de la pesca que quieran acceder a sus cursos y programas de 
capacitación, las condiciones acordes con su formación educativa y con el estilo de vida 
y roles que desempeñan, garantizando su permanencia. Para tal fin, diversificará los 
programas de competencias laborales conforme a los enfoques enunciados en el 
artículo 4 de la presente ley, sin desconocer su arraigo cultural y social.  

 
PARÁGRAFO 2. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Educación Nacional, 
el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, o quien haga sus veces, en coordinación con 
las entidades territoriales y comunidades rurales, promoverá el reconocimiento, 
validación y certificación formal de los conocimientos ancestrales que poseen las 
mujeres rurales, campesinas y de la pesca.  Estos conocimientos, adquiridos a través 
de la práctica y la tradición, en áreas como la agroecología, la medicina tradicional, el 
manejo sostenible de los recursos naturales y otras actividades rurales, serán valorados 
como saberes legítimos, y se fomentará su inclusión en los procesos educativos, de 
formación técnica, profesional y en los sistemas de certificación de competencias 
laborales, con el fin de garantizar su transmisión, preservación y aplicación en el 
desarrollo rural. 
 

CAPÍTULO IV 
RECREACIÓN, DEPORTE, SABERES Y CULTURA PARA LAS MUJERES 

RURALES, CAMPESINAS Y DE LA PESCA 
 

ARTÍCULO 19°. Modifíquese el artículo 18 de la Ley 731 de 2002, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 18°. DEPORTE SOCIAL, RECREATIVO Y FORMATIVO 
COMUNITARIO PARA LAS MUJERES RURALES, CAMPESINAS Y DE LA PESCA. 
El Gobierno Nacional, a través del Ministerio del Deporte, o quien haga sus veces, junto 
con las entidades territoriales, fortalecerá los planes, programas y proyectos que 
estimulen la práctica del deporte y recreación social comunitaria y formativo 
comunitario, de acuerdo a los parámetros fijados por la Ley 181 de 1995 o aquella que 
la sustituya, derogue o modifique, como instrumentos indispensables para lograr el 
desarrollo integral de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca.  
 
Así mismo, las entidades territoriales, en el marco de su autonomía, y con el fin de 
lograr una vida saludable y una óptima salud mental, promoverán acciones de 
articulación con el Plan Decenal del Deporte del Gobierno Nacional especialmente 
orientadas a las jóvenes rurales.  
 
Para lo anterior, autorícese al Ministerio del Deporte para que, de conformidad con lo 
establecido en la Constitución y la Ley, incorpore dentro del Presupuesto General de la 

Nación e impulse a través del sistema de financiación o cofinanciación las partidas 
presupuestales necesarias que permitan la contratación de formadores deportivos para 
la recreación, el deporte y aprovechamiento del tiempo libre de las mujeres rurales, 
campesinas y de la pesca.  
 
PARAGRAFO 1°. Se contemplarán actividades de naturaleza deportiva, inclusiva, 
incluyente y ajustadas a las particularidades campesinas y étnicas; con fines 
competitivos, educativos, terapéuticos y recreativos.  
 
PARAGRAFO 2°. Dentro de los planes, programas y proyectos de deporte, recreación 
y aprovechamiento del tiempo libre se incluirá la promoción de deportes tradicionales y 
prácticas recreativas propias de las comunidades rurales, campesinas y de la pesca, en 
pro de la preservación de las culturas locales.  
 
ARTÍCULO 20°. DERECHO AL RECONOCIMIENTO Y VALORACIÓN DE LAS 
ARTES Y LOS SABERES TRADICIONALES. El Ministerio de las Culturas, las Artes y 
los Saberes, adelantará las estrategias para visibilizar y proteger los saberes 
tradicionales de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca y el lugar de sus 
actividades de cuidado y de la reproducción social de la familia rural, campesina y 
pescadora, su relación con los ecosistemas, la tierra y el territorio.  
 
ARTÍCULO 21°. RECONOCIMIENTO DE LOS SABERES ANCESTRALES, 
TRADICIONALES Y POPULARES DE LAS MUJERES RURALES, CAMPESINAS Y 
DE LA PESCA PARA LA PROTECCIÓN DE SEMILLAS NATIVAS Y CRIOLLAS. El 
Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes en coordinación con el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural con sus entidades adscritas o vinculadas, desarrollarán 
programas y proyectos con enfoque intersectorial territorial para las mujeres rurales, 
campesinas y de la pesca orientados al fortalecimiento de los procesos comunitarios y 
prácticas de la pesca de cuidado y conservación de las semillas nativas y criollas, con 
base en el reconocimiento de los saberes ancestrales, tradicionales y populares de las 
mujeres rurales, campesinas y de la pesca, teniendo en cuenta su aporte fundamental 
para la vida, la biodiversidad y la soberanía alimentaria del país.  
 

CAPÍTULO V 
PARTICIPACIÓN DE LAS MUJERES RURALES, CAMPESINAS Y DE LA PESCA 

 
ARTÍCULO 22°. Modifíquese el artículo 19 de la ley 731 del 2002, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 19°. PARTICIPACIÓN DE LA MUJER RURAL, CAMPESINA Y DE LA 
PESCA EN DIFERENTES ÓRGANOS DE DECISIÓN, PLANEACIÓN Y 
SEGUIMIENTO A NIVEL TERRITORIAL Se asegurará la conformación paritaria de 
hombres y mujeres en todos los escenarios de representación y participación social en 
temas relacionados con la ruralidad convocada por instituciones públicas y entes 
territoriales. En los territorios donde no existan organizaciones determinadas podrán 
ser representadas por las lideresas a título individual que residan en dichos territorios.  
 
PARÁGRAFO. Las Entidades Territoriales, en el marco de su autonomía, diseñarán la 
forma en la que se llevará a cabo la efectiva representación de las mujeres rurales, 
campesinas y de la pesca, en observancia de la presente Ley.  
 
ARTÍCULO 23°. Modifíquese el artículo 89 de la Ley 160 de 1994 el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 89°. CONSEJOS MUNICIPALES DE DESARROLLO RURAL. Los 
municipios crearán el Consejo Municipal de Desarrollo Rural, el cual servirá como 
instancia superior de concertación entre las autoridades locales, las comunidades 
rurales y las entidades públicas en materia de desarrollo rural, cuya función principal 
será la de coordinar y racionalizar las acciones y el uso de los recursos destinados al 
desarrollo rural y priorizar los proyectos que sean objeto de cofinanciación.  
 
El Consejo Municipal de Desarrollo Rural estará integrado así: El o la Alcaldesa o su 
delegado quien lo presidirá; representantes de las entidades públicas que adelanten 
acciones de desarrollo rural en el municipio; representantes de las organizaciones de 
mujeres rurales, campesinas y de la pesca; representantes de las organizaciones de 
campesinos y de los gremios con presencia en el municipio; y representantes de las 
comunidades rurales del municipio, quienes deberán constituir mayoría, delegado de 
las instituciones de educación para el trabajo y desarrollo humano, delegado de las 
instituciones de educación superior y secretaria de educación de municipio.  
 
La participación de los miembros de las comunidades rurales deberá ser amplia y 
pluralista, de manera que garantice la mayor participación y representación ciudadana 
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en las deliberaciones del Consejo. Para el desarrollo de sus funciones, el Consejo 
Municipal de Desarrollo Rural podrá establecer comités de trabajo para temas 
específicos, incluyendo la veeduría popular de los proyectos de desarrollo rural que se 
adelanten en el municipio.  
 
PARÁGRAFO 1°. En aquellos municipios en donde exista alguna instancia de 
participación ciudadana, donde se garantice la participación de mujeres rurales 
campesinas y de la pesca, y que permita el cumplimiento de los propósitos de que trata 
el presente artículo, no será necesaria la creación del Consejo Municipal de Desarrollo 
Rural.  
 
PARÁGRAFO 2°. Deróguese el artículo 61 de la Ley 101 de 1993.”  
 
ARTÍCULO 24°. Adiciónese un artículo nuevo 23A a la ley 731 de 2002, el cual quedará 
así:  
 
ARTÍCULO 23A. CREACIÓN DE MESAS DE TRABAJO PARA LAS MUJERES 
RURALES, CAMPESINAS Y DE LA PESCA. El Sistema Nacional de las Mujeres, a 
través de la Comisión Intersectorial de Mujeres, formulará lineamientos integrales para 
que las entidades e instancias del orden nacional y territorial responsables de la política 
y de las acciones en las áreas de garantía de los derechos humanos de las mujeres, 
creen las Mesas de Trabajo para las Mujeres Rurales, Campesinas y Pescadoras de la 
pesca, que tendrán por objeto garantizar la participación de estas en la articulación, 
desarrollo y promoción de políticas públicas que impacten a esta población, incluidas 
aquellas contenidas en la presente ley y las demás disposiciones afines o 
complementarias. 
 
ARTÍCULO 25°. FOMENTO A LA REPRESENTACIÓN DE MUJERES RURALES, 
CAMPESINAS Y DE LA PESCA EN ESPACIOS GREMIALES Y DE DESARROLLO 
RURAL AGROPECUARIO. El Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural y el Ministerio de Igualdad y Equidad o quien haga sus 
veces, creará estrategias y programas especiales de fomentos para fortalecer la 
participación y representación de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca en los 
espacios gremiales y de desarrollo rural y agropecuario desde los enfoques de equidad 

hacia la mujer, intersectorial territorial, discapacidad, ciclo de vida, cultural, territorial, 
campesino, étnico y de derechos humanos.  
 
PARÁGRAFO 1°. La Dirección de Mujer Rural del Ministerio de Agricultura fomentará 
que los diferentes gremios de las cadenas productivas y de la pesca propicien la paridad 
en los espacios de decisión.  
 
PARÁGRAFO 2°. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y la Unidad 
Administrativa Especial de Organizaciones Solidarias, la Unidad Solidaria y las entidades 
adscritas al sector de agricultura, fomentarán y fortalecerán procesos asociativos y 
cooperativos sostenibles, que promuevan la autonomía económica de las mujeres 
rurales, campesinas y de la pesca en todas sus modalidades como: recolectores, 
costeros, marítimos, oceánicos, ciénagueros, fluviales y de embalses.”  
 
ARTÍCULO 26°. ACOMPAÑAMIENTO A LAS MUJERES EN EL MARCO DE 
PROCESOS DE CONFORMACIÓN DE TERRITORIALIDADES CAMPESINAS. En 
procesos colectivos para la conformación de alguna territorialidad campesina tales como 
Zona de Reserva Campesina, (ZRC); Territorios Campesinos Agroalimentarios, 
(TECAM); y Ecosistemas Acuáticos Agroalimentarios (EAA) o cualquier otra reconocida 
por la ley, el Ministerio de Agricultura dará acompañamiento mediante asistencia técnica 
permanente o de diferente índole, a las mujeres y sus asociaciones con el fin de 
garantizar su participación efectiva en el proceso de conformación y reconocimiento de 
dicha territorialidad.  
 

CAPÍTULO VI 
DERECHO A LA SALUD Y A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIAS DE LAS 

MUJERES RURALES, CAMPESINAS Y DE LA PESCA 
 

ARTÍCULO 27°. DERECHO A LA SALUD INTEGRAL. El Ministerio de Salud y 
Protección Social garantizará el derecho a la salud física y mental de las mujeres rurales, 
campesinas y de la pesca con disponibilidad, aceptabilidad, accesibilidad, 
infraestructura y calidad, a través del desarrollo de políticas, planes, programas, 
proyectos y estrategias, que disponga para tal fin desde los enfoques enunciados en el 
artículo 4 de la presente ley.  

PARÁGRAFO. En la atención a la salud física y mental se contemplarán saberes 
propios, tales como la partería y la medicina tradicional y la atención integral en salud 
sexual.  
 
ARTÍCULO 28°. PROGRAMA DE SENSIBILIZACIÓN, PREVENCIÓN, 
DETECCIÓN Y ATENCIÓN A LAS VIOLENCIAS BASADAS EN GÉNERO EN 
ZONAS RURALES. El Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio de Igualdad y 
Equidad o quien haga sus veces, en articulación con las entidades de orden territorial, 
diseñará e implementará estrategias enfocadas en la gestión de financiación pública y/o 
privada mediante alianzas estratégicas, para el desarrollo de programas de 
sensibilización, prevención, detección y atención de las violencias basadas en género 
con especial énfasis en prevención y atención del abuso sexual y promoción de la 
autonomía económica, con el fin de contribuir a la erradicación de las violencias basadas 
en género.  
 
PARÁGRAFO. Los programas serán dirigidos a las familias rurales, campesinas y de la 
pesca ubicadas en zonas rurales dispersas  
 
ARTÍCULO 29°. ARTICULACIÓN DE RUTAS DE SENSIBILIZACIÓN, 
PREVENCIÓN, DETECCIÓN Y ATENCIÓN DE VIOLENCIAS BASADAS EN 
GÉNERO EN EL SECTOR RURAL. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de 
Igualdad y Equidad o quien haga sus veces, en coordinación con la Policía Nacional, la 
Fiscalía General de la Nación y Ministerio de Salud y Protección Social, deberá crear o 
integrar una ruta de atención para mujeres rurales campesinas y de la pesca víctimas 
de violencias basadas en género, dentro de los doce (12) meses siguientes a la entrada 
en vigencia de la presente ley.  
 
Dicha ruta se articulará a las ya existentes a nivel nacional, de manera que se facilite y 
agilice el acceso y la atención; se logre una efectiva divulgación de la misma y garantizar 
la optimización de los esfuerzos institucionales.  
 
PARÁGRAFO 1°. La ruta integral de sensibilización, prevención, detección y atención 
contará con un equipo interdisciplinario de profesionales especializados en desarrollo 
familiar, salud, psicología, trabajo social y derecho, entre otros, con el fin de brindar 
una atención integral y personalizada a las mujeres afectadas.  

 
PARÁGRAFO 2°. Deberán implementarse medios de difusión efectivos que aseguren 
el conocimiento pleno de la ruta de atención por parte de las mujeres rurales 
campesinas y de la pesca. Se garantizará el acceso a esta información en todas las 
zonas rurales del país, utilizando medios de comunicación adecuados y estrategias 
acordes al entorno cultural y las condiciones para la población objetivo. 
 
PARÁGRAFO 3°. El Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio de la Igualdad y 
equidad o quien haga sus veces, generará alianzas estratégicas para podrá poder 
promover, proveer e instalar casas de refugio rural, con servicios temporales de 
alojamiento, alimentación para la mujer rural, campesina y de la pesca que trata el 
presente proyecto de ley.  
 

CAPÍTULO VII 
DISPOSICIONES VARIAS 

 
ARTÍCULO 30°. Adiciónese un artículo nuevo 26A a la ley 731 del 2002, el cual 
quedará así:  
 
ARTÍCULO 26A. ARMONIZACIÓN DE LA LEY CON LOS ACUERDOS DE PAZ. Las 
disposiciones contenidas en la presente Ley se aplicarán en concordancia con lo 
consagrado en el Acuerdo Final de Paz y demás acuerdos de paz celebrados por el 
Gobierno Nacional.  
 
PARÁGRAFO. En los esfuerzos e iniciativas de construcción de paz y solución política 
de los conflictos armados, se dará mayor reconocimiento y representación a las mujeres 
rurales, campesinas y de la pesca en los escenarios de participación.  
 
ARTÍCULO 31°. Modifíquese el artículo 32 de la Ley 731 de 2002, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 32°. DIVULGACIÓN DE LAS LEYES QUE FAVORECEN A LA MUJER 
RURAL, CAMPESINA Y PESCADORA A TRAVÉS DE MEDIOS DIDÁCTICOS. El 
Gobierno Nacional, emitirá cartillas, folletos y otros medios de comunicación de carácter 
didáctico incluidos los medios digitales y de difusión comunitaria, destinados a divulgar 
ampliamente esta ley y otras que beneficien a la mujer rural, campesina y de la pesca.  
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ARTÍCULO 32°. MUJERES RURALES COMO ACTORAS DE LA JUSTICIA 
CLIMÁTICA Y EL CUIDADO DEL AMBIENTE. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible implementará políticas, programas y proyectos que protejan y promuevan la 
participación incidente de las mujeres en la conservación y recuperación de las fuentes 
hídricas y los ecosistemas estratégicos, en el avance de la transición energética y la 
economía productiva asociada a la mitigación y adaptación al cambio climático, 
atendiendo los enfoques enunciados en el artículo 4 de la presente Ley.  
 
PARÁGRAFO. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible desarrollarán planes y proyectos que prioricen sistemas de 
producción sostenible a través de la incorporación de prácticas comunitarias que valoren 
los saberes de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca.  
 
ARTÍCULO 33°. POLÍTICA PÚBLICA NACIONAL PARA LA MUJER RURAL, 
CAMPESINA Y DE LA PESCA. El Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio 
Agricultura y Desarrollo Rural con apoyo de las demás entidades relacionadas con las 
disposiciones contenidas en la presente ley, y en consonancia con el reconocimiento al 
campesinado como sujeto de especial protección establecido en el artículo 64 de la 
Constitución Política en un término no mayor a veinte meses (20) posterior a la 
promulgación de la presente ley, creará e implementará la Política Pública Nacional para 
las Mujeres Rurales, Campesinas y de la pesca. Con el propósito de generar programas 
que incentiven y mejoren las condiciones de vida de las mujeres en el campo, 
permitiéndoles acceder a todos los niveles educativos, vivir dignamente y aumentar la 
tecnificación de sus actividades productivas.  
 
Esta política debe ser diseñada e implementada de manera decenal, rindiendo informes 
de manera anual y tendrá como objetivo el reconocimiento de las mujeres rurales, 
campesinas y de la pesca, como sujetas sociales y políticas, así como la superación de 
la discriminación socioeconómica estructural en razón a su construcción cultural y 
ubicación geográfica.  
 
PARÁGRAFO. Las entidades territoriales, en el marco de su autonomía, formularán e 
implementarán políticas públicas encaminadas a las mujeres rurales, campesinas y de 

la pesca, bajo los lineamientos de la presente ley y teniendo en cuenta las realidades 
de sus territorios.  
 
ARTÍCULO.34 PROGRAMAS DE EXTENSIÓN PARA EL CIERRE DE BRECHAS. La 
Agencia de Desarrollo Rural o quien haga sus veces, fomentará el diseño e 
implementación de programas de extensión agropecuaria que contribuyan al cierre de 
brechas de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca y en atención a los enfoques 
enunciados en el artículo (donde estén consignados los enfoques) de la presente Ley.  
 

CAPÍTULO VIII 
DISPOSICIONES FINALES 

 
ARTÍCULO 35 Modifíquese el artículo 34 de la Ley 731 de 2002, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 34°. PLAN DE REVISIÓN, EVALUACIÓN Y SEGUIMIENTO DE LOS 
PROGRAMAS DE LA MUJER RURAL, CAMPESINA Y DE LA PESCA. El Gobierno 
Nacional, diseñará por vigencia anual un plan de revisión, evaluación y seguimiento de 
los programas y leyes que favorecen a las mujeres rurales, campesinas y de la pesca a 
través del Ministerio de igualdad y Equidad o quien haga sus veces, en articulación con 
el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.  
Así mismo, podrán crearse comités interinstitucionales con participación de las mujeres 
rurales con el fin de colaborar en el cumplimiento de los objetivos del plan.  
 
PARÁGRAFO 1°. Para efectos de coordinación, promoción, capacitación, recepción de 
proyectos, aplicabilidad, revisión, evaluación y seguimiento de la presente ley en los 
departamentos, las regionales de Unidad Administrativa Especial de Organizaciones 
Solidarias (UAEOS), o quien haga sus veces, podrán apoyar el cumplimiento de dicha 
función previo convenio con el Gobierno Nacional.  
 
PARÁGRAFO 2°. El Departamento Nacional de Planeación, diseñará un indicador que 
permita evaluar los avances de la implementación de la presente ley y el impacto en la 
mejora de calidad de vida, condiciones sociales, económicas y culturales de las mujeres 
rurales, campesinas y de la pesca.  

PARÁGRAFO 3°. El Comité Interinstitucional de Seguimiento al Plan de Revisión, 
Evaluación y Seguimiento de los programas y leyes que favorecen a las mujeres rurales, 
campesinas y pescadoras, brindará reportes de avance a la ciudadanía de manera anual 
en zonas rurales, priorizando las zonas rurales dispersas del país.  
 
PARÁGRAFO 4. El Ministerio de la Igualdad y la Equidad o quien haga sus veces, 
deberá rendir informe de los resultados del Plan de Revisión y Seguimiento a la Comisión 
Legal para la Equidad de la Mujer y demás comisiones del Congreso que tengan 
incidencia en los contenidos del mismo; las cuales podrán disponer de una sesión 
particular para la debida sustentación del mismo, a fin de definir cursos de acción 
conjuntos para el cumplimiento de los objetivos del mencionado Plan.  
 
ARTÍCULO 36. Adiciónese un artículo nuevo 34B a la ley 731 del 2002, el cual quedará 
así:  
 
ARTÍCULO 34B. El Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural y el Ministerio de Igualdad y Equidad o quien haga sus veces, en un 
periodo no mayor a un (1) año después de promulgada la presente ley, deberá rendir 
informe ante la Comisión Legal para la Equidad de la Mujer del Congreso de la 
República, sobre los avances logrados en lo referido a la presente ley, indicando cifras 
y medidas tomadas para beneficiar a las mujeres rurales, campesinas y de la pesca. 
Este informe deberá rendirse anualmente.  
 
ARTÍCULO 37º. Modifíquese el artículo 30 de la Ley 731 de 2002, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 30°. AMPLIACIÓN DE REGISTROS ESTADÍSTICO E INDICADORES 
DE EVALUACIÓN SOBRE LA CONDICIÓN DE LA MUJER RURAL, CAMPESINA Y 
DE LA PESCA. El Gobierno Nacional, a través de los organismos competentes, 
promoverá la ampliación tanto de registros estadísticos sobre la condición de la mujer 
rural, campesina y de la pesca, como de indicadores de evaluación de las políticas, 
planes, programas y proyectos del sector rural discriminados por hombre y mujer. 
 
entidades del Estado de los diferentes poderes públicos, dentro de los diez (10) meses 
siguientes a la expedición de la presente ley, sobre la base de los lineamientos emitidos 
por el DANE, deberán establecer un plan de acción para robustecer, unificar y actualizar 

sus sistemas de información para avanzar en disponibilidad e interoperabilidad de datos 
en materia de igualdad y derechos de las mujeres rurales, campesinas y pescadoras y 
su desagregación por ingreso, edad, etnia, discapacidad, entre otros.  
 
Los censos relacionados con el sector rural se actualizarán incorporando indicadores 
relacionados con las mujeres rurales, campesinas y de la pesca. Lo anterior incluirá 
metodologías para identificar su situación y condición.  
 
ARTÍCULO 38º. ACCESO A LA JUSTICIA Y ENFOQUE PSICOJURÍDICO. El 
Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio de Justicia y del Derecho, y/o el Ministerio 
de Igualdad y Equidad, o quien haga sus veces, implementará estrategias y mecanismos 
para fortalecer el acceso a la justicia de las mujeres rurales, campesinas y de la pesca, 
reconociendo las dificultades propias de su contexto, con la finalidad de superar las 
barreras históricas que impiden el goce efectivo de este derecho y deberá garantizar el 
acceso a asesoría jurídica y psicológica cuando se presuman casos de Violencia Basada 
en Género en cualquiera de sus modalidades.  
 
ARTÍCULO 39º. El Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, junto con el comité Interinstitucional de Seguimiento al Plan de 
Revisión, Evaluación y Seguimiento de los programas y leyes que favorecen a las 
mujeres rurales, de que trata el artículo 2 del decreto 2145 de 2017 o quien haga sus 
veces, en un término no superior a seis (6) meses y en coordinación con las distintas 
carteras ministeriales, departamentos administrativos y entidades estatales de nivel 
nacional, reglamentará las disposiciones aquí contenidas, así como las disposiciones de 
la Ley 731 de 2002.  
 
Artículo 40º. Modifíquese el artículo 9° de la ley 731 de 2002, el cual quedará así:  
 
Artículo 9°. ACCESO DE LAS MUJERES RURALES, CAMPESINAS Y DE LA PESCA 
AL FONDO AGROPECUARIO DE GARANTÍAS, FAG Y DEMÁS INSTRUMENTOS 
FINANCIEROS. Las mujeres rurales tendrán acceso a las garantías dadas por el Fondo 
Agropecuario de Garantías, FAG, para respaldar los créditos en condiciones especiales 
relacionados no sólo con las actividades tradicionales sino con todas aquellas a las que 
se hace referencia en el artículo 3° de esta ley, previo el cumplimiento de las 
condiciones establecidas en el reglamento operativo del fondo Las mujeres rurales, 
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campesinas y de la pesca que sean pequeñas y medianas productoras tendrán acceso 
prioritario a dichas garantías.  
 
La Comisión Nacional de Crédito Agropecuario o quien haga sus veces, establecerá una 
línea de seguros agropecuarios para las mujeres rurales, campesinas y de la pesca, 
para lo cual se brindará asistencia técnica obligatoria a través de la Agencia de 
Desarrollo Rural. 
 
El Gobierno Nacional dentro de los seis (6) meses a la entrada en vigencia de la presente 
ley reglamentará los conceptos de pequeña y mediana productora.”  
 
ARTÍCULO 41° (NUEVO). Modifíquese el artículo 34 de la Ley 731 de 2002 el cual 
quedará así: 
 
ARTÍCULO 34.  PLAN DE REVISIÓN, EVALUACIÓN Y SEGUIMIENTO DE LOS 
PROGRAMAS DE LA MUJER RURAL.  El Gobierno Nacional, diseñará un plan de 
revisión, evaluación y seguimiento de los programas, leyes y proyectos productivos 
financiados o cofinanciados por los diferentes ministerios e institutos que favorecen a 
las mujeres rurales, a través de la Consejería para la Equidad de la Mujer o quien haga 
sus veces, con la colaboración del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.  Así 
mismo, podrán crearse comités interinstitucionales con participación de las mujeres 
rurales con el fin de colaborar en el cumplimiento de los objetivos del plan. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO. Para efectos de coordinación, promoción, capacitación, 
recepción de proyectos, aplicabilidad, revisión, evaluación y seguimiento de la presente 
ley en los departamentos, el Ministerio de agricultura podrá apoyar el cumplimiento de 
dicha función. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO. El gobierno nacional dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la entrada de la vigencia de la presente ley reglamentará la materia. 
 
ARTÍCULO 42° (NUEVO). Promoción del Acceso y Participación de la Mujer 
Rural en Programas de Desarrollo. Las entidades del orden nacional responsables 
de la ejecución de políticas, programas o proyectos de fomento productivo, 
capacitación, desarrollo social, financiamiento o desarrollo rural, tales como el Servicio 

Nacional de Aprendizaje (SENA), el Departamento para la Prosperidad Social (DPS), la 
Agencia de Desarrollo Rural (ADR), y el Fondo para el Financiamiento del Sector 
Agropecuario (FINAGRO), orientarán sus estrategias de intervención y focalización para 
promover activamente y facilitar la participación, el acceso y el beneficio de las mujeres 
rurales, campesinas y de la pesca, así como de sus organizaciones legalmente 
constituidas, en el marco de las asignaciones presupuestales aprobadas para cada 
entidad y programa, y de conformidad con la normativa vigente.   
 
Parágrafo 1. La Agencia de Desarrollo Rural (ADR), en el diseño e implementación de 
sus convocatorias y mecanismos para el cofinanciamiento o apoyo a proyectos 
productivos, incorporará criterios de priorización y/o puntuación adicional para aquellas 
iniciativas que sean lideradas por mujeres rurales, campesinas y de la pesca, o que 
demuestren una participación mayoritaria y efectiva de ellas.  Asimismo, garantizará 
que los servicios de asistencia técnica y apoyo a la estructuración de proyectos, 
ofrecidos con cargo a los recursos de cada convocatoria o programa, sean accesibles y 
pertinentes para dichas mujeres y sus organizaciones. 
 
Parágrafo 2.  La Comisión Nacional de Crédito Agropecuario evaluará y ajustará los 
criterios de elegibilidad y acceso a los instrumentos ofrecidos a través del Fondo 
Agropecuario de Garantías (FAG) y otros mecanismos de financiamiento o riesgo que 
administre, con el fin de incentivar y facilitar la financiación de proyectos e iniciativas 
de mujeres rurales, campesinas y de la pesca.   
 
ARTÍCULO 43° (NUEVO). Modifíquese el artículo 30 de la Ley 1876 de 2017, el cual 
quedará así, 
 
ARTÍCULO 30.  Usuarios.  Los usuarios del servicio público de extensión agropecuaria 
serán las asociaciones u organizaciones de productores mixtas y de mujeres rurales, 
campesinas y de pesca que de manera voluntaria soliciten la prestación de dicho 
servicio, en razón a que ejecutan en uno o varios predios rurales, una o más actividades 
agropecuarias.  El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural definirá la clasificación de 
usuarios del servicio de extensión agropecuaria para las diferentes actividades 
productivas y para efectos de los subsidios de que trata el presente título. 

ARTÍCULO 44° (NUEVO). Modifíquese el artículo 31 de la Ley 1876 de 2017, el cual 
quedará así, 
 
ARTÍCULO 31.  Registro de Usuarios. Para efectos de la prestación del servicio, los 
productores deberán estar inscritos en el registro de usuarios que disponga el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural. Para esto, los usuarios deberán solicitar su inscripción 
en el registro ante el municipio correspondiente al lugar donde se ubiquen sus predios. 
El municipio velará por la veracidad de la información consignada en el registro. El 
Departamento velará porque los municipios y distritos actualicen el registro durante los 
primeros tres (3) meses de cada año. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
promoverá la interoperabilidad de sus sistemas de información para incorporar y 
actualizar la información pertinente en el registro de usuarios del servicio de extensión 
agropecuaria.  

   
Parágrafo 1. Para mejorar la cobertura del registro de usuarios, el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural y la Agencia de Desarrollo Rural o quien haga sus veces, 
gestionará la articulación de información de productores agropecuarios desarrollada con 
recursos públicos y aquella que el sector privado pueda integrar, sin que ello implique 
afectar de alguna manera la autonomía de sus administradores frente al desarrollo de 
sus sistemas de información. La utilización de dichos registros deberá efectuarse de 
conformidad con las normas de Hábeas Data. 
 
Parágrafo 2. Para mejorar la prestación del servicio y la cobertura del registro de 
usuarios, las asociaciones u organizaciones de productores mixtas y de mujeres rurales, 
campesinas y de pesca deberán estar inscritas en el registro de usuarios, para facilitar 
el registro de los productores (as).  El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural deberá 
actualizar las plataformas y sistemas de información que dispongan para el registro de 
usuarios del servicio de extensión agropecuaria.  Para esto, las asociaciones u 
organizaciones de productores mixtas y de mujeres rurales, campesinas y de pesca 
deberán solicitar su inscripción en el registro ante el municipio correspondiente al lugar 
donde se ubiquen sus predios.  El municipio velará por la veracidad de la información 
consignada en el registro.  El Departamento velará porque los municipios y distritos 
actualicen el registro durante los primeros tres (3) meses de cada año.  El Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural promoverá la interoperabilidad de sus sistemas de 

información para incorporar y actualizar la información pertinente en el registro de 
usuarios del servicio de extensión agropecuaria.  
 
Parágrafo 3. Los Consejos Seccionales de Desarrollo Agropecuario (CONSEA) serán 
los encargados de formular y ejecutar estrategias para garantizar interoperabilidad de 
la información que facilite el efectivo registro de la población sujeta de la ley.  Así 
mismo, serán encargados de hacer seguimiento y evaluación a dichas estrategias. 
 
 
ARTÍCULO 45°. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su promulgación. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 02 de abril de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 250 DE 2024 
SENADO - 070 DE 2023 CÁMARA, ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY 
No. 114 de 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 731 
DE 2002 Y SE ADOPTAN MEDIDAS AFIRMATIVAS, CON EL FIN DE 
GARANTIZAR LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES DE LAS MUJERES 
RURALES, CAMPESINAS Y DE LA PESCA; Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
LORENA RÍOS CUÉLLAR    NADIA BLEL SCAFF 
Coordinadora Ponente      Senador Ponente 
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NORMA HURTADO SÁNCHEZ    BERENICE BEDOYA PÈREZ  
Senadora Ponente     Senadora Ponente 
 
 
 
 
ANA PAOLA AGUDELO     MARTHA PERALTA EPIEYÙ 
Senadora Ponente     Senadora Ponente 
 
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 02 de abril de 2025, de conformidad con el texto 
propuesto para segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 2 DE ABRIL DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 272 DE 2024 

SENADO, 031 DE 2023 CÁMARA ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
038 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se adoptan medidas tendientes a proteger integralmente a niños, niñas, adolescentes 
y jóvenes entre dieciocho (18) y hasta los 25 años de edad, que pertenezcan a los grupos a, b, y c del 

Sisbén IV, y que su condición de dependencia económica y de cuidado se vea afectada por la pérdida de la 
madre o mujer que tenga la patria potestad o custodia legal, víctima del delito de feminicidio, se modifica 

parcialmente la Ley 1098 de 2006 y se dictan otras disposiciones.

 

SECCIÓN DE LEYES 

 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

 

Edificio Capitolio Nacional – Primer Piso   Teléfonos  3825381    3825186 

 

 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 02 DE ABRIL DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 272 
DE 2024 SENADO - 031 DE 2023 CÁMARA ACUMULADO CON EL PROYECTO 
DE LEY No. 038 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN 
MEDIDAS TENDIENTES A PROTEGER INTEGRALMENTE A NIÑOS, NIÑAS, 

ADOLESCENTES Y JÓVENES ENTRE DIECIOCHO (18) Y HASTA LOS 25 AÑOS 
DE EDAD, QUE PERTENEZCAN A LOS GRUPOS A, B, Y C DEL SISBÉN IV, Y 

QUE SU CONDICIÓN DE DEPENDENCIA ECONÓMICA Y DE CUIDADO SE VEA 
AFECTADA POR LA PÉRDIDA DE LA MADRE O MUJER QUE TENGA LA PATRIA 
POTESTAD O CUSTODIA LEGAL, VÍCTIMA DEL DELITO DE FEMINICIDIO, SE 

MODIFICA PARCIALMENTE LA LEY 1098 DE 2006 Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES” 

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

ARTÍCULO 1. OBJETO. La presente Ley tiene por objeto la adopción de medidas para 
garantizar derechos fundamentales a los niños, niñas, adolescentes y jóvenes entre los 
dieciocho (18) y hasta los veinticinco (25) años de edad, que pertenezcan a los grupos 
A, B, y C del Sisbén IV, y que su condición de dependencia económica y de cuidado se 
vea afectada por la pérdida de la madre o mujer que tenga la patria potestad o custodia 
legal, víctima del delito de feminicidio, para que reciban asistencia legal, económica, 
emocional, psicosocial, educativa, recreacional, cultural, deportiva, de empleabilidad y 
salud. 

PARÁGRAFO.  En el caso de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes entre los 
dieciocho (18)  y  hasta los veinticinco (25) años de edad, pertenecientes a pueblos 
indígenas y/o grupos étnicos, la asistencia se establecerá de acuerdo con sus usos, 
costumbres y tradiciones, siempre que no sean contrarias a la Constitución Política, la 
Ley y a los instrumentos internacionales de Derechos Humanos y se tendrán en cuenta 
los registros censales de comunidades étnicas como parámetro de identificación de 
grupo poblacional. 

 

SECCIÓN DE LEYES 

 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

 

Edificio Capitolio Nacional – Primer Piso   Teléfonos  3825381    3825186 

 

 

ARTÍCULO 2. PRINCIPIOS RECTORES. La presente Ley se rige por los siguientes 
principios rectores: 

1. Interés superior de los Niños, Niñas y Adolescentes. De conformidad con lo 
señalado en el artículo 44 de la Constitución Política de Colombia y el artículo 8 de la 
Ley 1098 del 2006, se entiende por interés superior del niño, niña y adolescente, el 
imperativo que obliga a las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea 
de sus derechos humanos que son, universales, prevalentes e interdependientes. En 
cualquier acto, decisión o medida administrativa, judicial o de cualquier índole 
prevalecerán sus derechos.  

2. Desarrollo integral. El Estado propenderá por el desarrollo integral de la población 
objeto de esta Ley, garantizando y acompañando su desarrollo emocional, sicosocial, 
económico, educativo, de salud, cultural, deportivo, de empleabilidad y legal. 

3. Derecho a la intimidad.  Se asegura el respeto prevalente de los niños, niñas y 
adolescentes en el tratamiento de sus datos personales y el ámbito reservado de su 
privacidad e información personal frente a la acción y el conocimiento por parte de 
entidades públicas y/o privadas. Se exceptúa cuando la finalidad del tratamiento de 
datos tenga el interés superior de los niños niñas y adolescentes. 

4. Coordinación interinstitucional. Todas las entidades que tengan dentro de sus 
funciones la atención a la población objeto de la presente Ley, deberán ejercer 
acciones coordinadas y articuladas con el fin de brindarles una atención integral. 

5. Participación de las víctimas. Podrán participar en la Construcción de la 
Estrategia Nacional de Atención y Apoyo que trata la presente Ley, los niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes entre los dieciocho (18) y hasta los veinticinco (25) años de 
edad, que su condición de dependencia económica y de cuidado se vea afectada por 
la pérdida de la madre o mujer que tenga la patria potestad o custodia legal, víctima 
del delito de feminicidio. También podrá participar el tutor, cuidador, adoptante y/o 
Representante Legal. 
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6. No violencia institucional. Los servidores públicos y en particular aquellos que 
tengan dentro de sus funciones la atención a la población objeto de la presente Ley, 
deberán abstenerse de realizar actos u omisiones que discriminen, revictimicen o 
tengan como fin dilatar, obstaculizar o impedir el goce y ejercicio de sus derechos 
humanos. 

7. Atención integral. El Estado propenderá por la atención integral de la población 
objeto de la presente Ley, garantizando que se sigan los protocolos para que tengan, 
protección, atención y reparación. 

8. Memoria histórica. El Estado y la sociedad en su conjunto asumirán un 
compromiso con el respeto y preservación de la memoria de las víctimas de 
feminicidio. 

9. Corresponsabilidad. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), podrá 
establecer alianzas estratégicas con entidades del sector privado, internacional y 
ONGs, con el fin de aunar esfuerzos para promover y generar condiciones que 
garanticen a los niños, niñas, adolescentes y jóvenes entre los dieciocho (18) y  hasta 
los veinticinco (25) años de edad, que pertenezcan a los grupos A, B Y C del Sisben 
IV, y tengan dependencia económica y de cuidado, la satisfacción de sus derechos y 
el fortalecimiento de sus competencias y habilidades, facilitando la construcción y 
puesta en marcha de su proyecto de vida; lo anterior sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 10 de la Ley 1098 de 2006, cumpliendo los principios del Estatuto 
General de la Contratación Pública y las demás normas concordantes. 

10. Interpretación. Las disposiciones contenidas en la presente Ley, deberán 
interpretarse de acuerdo con el principio de favorabilidad, el interés superior del 
menor y los estándares internacionales de derechos humanos y protección de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes. 

11. Protección Integral. En concordancia con el artículo 7 de la Ley 1098 de 2006, 
se entiende por protección integral de los niños, niñas y adolescentes que 
pertenezcan a los grupos A, B, y C del, Sisbén IV, el reconocimiento como sujetos de 

derechos, la garantía y cumplimiento de los mismos, la prevención de su amenaza o 
vulneración y la seguridad de su restablecimiento inmediato en desarrollo del 
principio del interés superior. 

12. Celeridad. Para efectos de la presente Ley, el principio de celeridad se centra en 
la esencial agilidad, en el cumplimiento de obligaciones a cargo de los funcionarios 
públicos, a su vez las autoridades impulsarán los procedimientos administrativos, 
jurídicos y de otra actividad propia de la función pública, de manera diligente dentro 
de los términos legales y sin dilaciones injustificadas. 

 13. Favorabilidad. El Estado otorgará el beneficio que le sea más favorable a la 
población objeto de la presente Ley. 

14. No revictimización. Las entidades responsables garantizarán que los trámites 
administrativos, judiciales o de cualquier otra índole eviten la exposición innecesaria 
de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes a situaciones que los revictimice.  Para 
ello, se implementarán mecanismos como: Entrevistas únicas y especializada, 
coordinación interinstitucional para evitar repetición de diligencias y medios 
tecnológicos para reducir contacto con espacios hostiles.   

 

ARTÍCULO 3. ÁMBITO DE APLICACIÓN. La presente Ley se aplicará a niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes entre los dieciocho (18) y hasta los veinticinco (25) años de 
edad, que pertenezcan a los grupos A, B, y C del Sisbén IV, y que su condición de 
dependencia económica y de cuidado, se vea afectada por la pérdida de la madre o 
mujer que tenga la patria potestad o custodia legal, víctima del delito de feminicidio, 
de acuerdo a las condiciones que establece la presente Ley. 

PARÁGRAFO.  La pertenencia al Sisbén se establecerá conforme a los grupos o niveles 
equivalentes en cualquier versión futura del mismo.  
 

ARTÍCULO 4. CRITERIOS DE APLICACIÓN. Las medidas de asistencia que trata la 
presente Ley, se asignarán cuando se cumplan las siguientes condiciones: 

a. Cuando se inicie la indagación preliminar por parte de la Fiscalía General de la Nación 
por el presunto delito de feminicidio en los términos de la Ley 1761 de 2015 -Ley Rosa 
Elvira Cely-, y durante todas las etapas del proceso penal. 

b. Cuando los niños, niñas, adolescentes y jóvenes entre los dieciocho (18) y hasta los 
veinticinco (25) años de edad pertenecientes a los grupos A, B, y C del Sisbén IV, 
demuestren que su condición de dependencia económica y de cuidado está siendo 
afectada por la pérdida de la madre o mujer que tenga la patria potestad o custodia 
legal, víctima del delito de feminicidio.  

c. Cuando la pérdida de la madre o mujer que tenga la patria potestad o custodia legal 
derive de feminicidio ocurrido en el exterior, siempre que el beneficiario sea nacional 
colombiano o residente legal en Colombia, y se acredite el delito mediante sentencia 
judicial debidamente apostillada o certificación consular. 

PARÁGRAFO 1. Para acceder a las medidas de asistencia no se requerirá imputación 
del tipo penal feminicidio y bastará con lo dispuesto en el literal (a) del presente artículo.  

PARÁGRAFO 2. Se acreditará conforme a la reglamentación que expida el Gobierno 
Nacional, La relación de dependencia económica y de cuidado de los niños niñas y 
adolescentes y jóvenes entre los dieciocho (18) y hasta los veinticinco (25) años de 
edad, así como los jóvenes en condición de discapacidad física o cognitiva permanente 
del cincuenta (50%) por ciento, o más, respecto de la madre o  mujer que tenga la 
patria potestad o custodia legal, víctima del delito de feminicidio, aplicando los principios 
de buena fe, transparencia, accesibilidad y celeridad. 

PARÁGRAFO 3. Los beneficiarios expuestos en el ámbito de aplicación, podrán acceder 
a las medidas de las que trata la presente Ley por hechos ocurridos desde el seis (6) 
de julio del año 2015, fecha de entrada en vigencia de la Ley 1761 de 2015 -Ley Rosa 
Elvira Cely, sin que esto comporte la asignación de medidas con efecto retroactivo. 

ARTÍCULO 5. APOYO PARA TRASLADO Y GASTOS FUNERARIOS A VÍCTIMAS 
DEL DELITO DE FEMINICIDIO. El Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de 
Igualdad y Equidad o quien haga sus veces, en coordinación con las Entidades 

Territoriales, fijarán una asistencia económica de acuerdo con la disponibilidad 
presupuestal existente en cada vigencia fiscal, la cual garantizará en cada caso: 

a. Los gastos de traslado del cuerpo de la madre o mujer que tenga la patria potestad 
o custodia legal, víctima del delito de feminicidio cuando las condiciones territoriales 
así lo exijan. 

b. Los gastos funerarios de la víctima del delito de feminicidio siempre que no tenga un 
seguro funerario, o que la persona beneficiaria o reclamante del apoyo manifieste la 
incapacidad económica para sufragar este gasto. 

PARÁGRAFO. Los beneficiarios de la presente Ley, no recibirán asignación monetaria 
por lo dispuesto en este artículo. 
 

ARTÍCULO 6. ASIGNACIÓN ECONÓMICA PERIÓDICA. El Gobierno Nacional, en 
cabeza del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social (DPS), o quien haga 
sus veces, fijará una asistencia económica periódica a favor de los niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes entre dieciocho (18) y hasta los veinticinco (25) años de edad, 
pertenecientes a los grupos A, B, y C del Sisbén IV, y que su condición de dependencia 
económica y de cuidado se vea afectada por la pérdida, de la madre o mujer que tenga 
la patria potestad o custodia legal, víctima del delito de feminicidio.  

Para recibir los beneficios establecidos en la presente Ley, se deberá cumplir con los 
criterios señalados en esta, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal que apropie el 
Gobierno Nacional en cada vigencia fiscal conforme a la reglamentación que se expida. 

PARÁGRAFO 1. La asignación económica que perciba la población objeto de la 
presente ley, es inembargable e intransferible y es incompatible con cualquier otra 
transferencia, subsidio o emolumento de programa social, que sea entregado de 
manera periódica, y se pagará a partir de la indagación preliminar que se realice a la 
persona investigada por el delito de feminicidio.   
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PARÁGRAFO 2. Los jóvenes entre dieciocho (18) y hasta los veinticinco (25) años de 
edad, pertenecientes a los grupos A, B, y C del Sisbén IV, recibirán la asistencia 
económica que establece el presente artículo, si se encuentran incapacitados para 
trabajar por razones de estudio, siempre y cuando se acredite debidamente.  

También recibirán este beneficio quienes tengan la condición de discapacidad física o 
cognitiva permanente, del cincuenta (50%) por ciento o más debidamente calificada 
por autoridad competente.  

En el caso de la población indígena, la certificación deberá ser expedida por su autoridad 
tradicional. 

PARÁGRAFO 3. La asignación de asistencia económica periódica establecida en el 
presente artículo se suspenderá cuando los jóvenes entre dieciocho (18) y hasta los 
veinticinco (25) años de edad tengan resuelta su sostenibilidad financiera por un vínculo 
laboral o una fuente de ingresos alternativa.  

PARÁGRAFO 4. El Estado tendrá la obligación de promover acciones penales por el 
presunto defraude a subvenciones, cuando tenga información verificada o demuestre 
que el beneficiario percibe la asistencia al tiempo que tiene otra u otras asignaciones 
económicas y enfoque diferencial.  
 

ARTICULO 7. MANEJO DE RECURSOS. Los recursos que establece el artículo 
anterior en el caso de los niños, niñas y adolescentes, serán percibidos y administrados 
por: 

1. El tutor, cuidador, adoptante y/o Representante Legal. 
2. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), en ausencia de tutor, 

cuidador, adoptante y /o representante Legal, previa apertura del Proceso 
Administrativo de Restablecimiento de Derechos.  

Para el manejo de los recursos se debe aperturar una cuenta. En el caso de que existan 
varios hermanos, cada uno contará con una cuenta independiente y allí se depositará 
la asignación económica periódica, sujetándose al principio de transparencia. 

PARÁGRAFO 1. En el caso de los niños, niñas y adolescentes que no tienen tutor, 
cuidador, adoptante y/o representante legal, y es el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, (ICBF), quien administre sus recursos, éstos, permanecerán en la cuenta 
acumulados a su favor hasta que cumplan la mayoría de edad, o hasta que se resuelva 
su situación legal, momento en el cual se autorizará de forma inmediata su uso.  

PARÁGRAFO 2. Cuando a los niños, niñas y adolescentes, se les asigne tutor, 
cuidador, adoptante y/o representante legal; este percibirá y administrará directamente 
la asignación hasta que cumpla alguno de los criterios que se determinen en la 
reglamentación de la presente Ley.  

PARÁGRAFO 3. La destinación de los recursos que se entreguen en virtud de lo 
dispuesto en el presente artículo, estará condicionada a gastos relacionados con 
vivienda, salud, manutención, educación, y sujeta a control y verificación por parte del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF).  

Si los recursos no se destinan para los fines establecidos en la presente Ley, se 
suspenderá el beneficio económico periódico a la persona beneficiaria, y se procederá 
a su denuncia ante las autoridades judiciales correspondientes. 
 

ARTÍCULO 8. ACCESO PREFERENCIAL A PROGRAMAS DE EDUCACIÓN. El 
Ministerio de Educación Nacional o quien haga sus veces, establecerá mecanismos 
dentro de sus programas establecidos para disminuir la deserción escolar de los niños 
niñas y adolescentes y jóvenes entre los dieciocho (18) y hasta los veinticinco (25) años 
de edad y que su condición de dependencia económica y de cuidado se vea afectada 
por la pérdida de la madre o mujer que tenga la patria potestad o custodia legal, víctima 
del delito de feminicidio. 

Las instituciones de educación superior públicas, Educación para el Trabajo y el 
Desarrollo Humano (ETDH), Formación para el Trabajo, Formación Profesional Integral 
(FPI) del Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), y las demás vías, ciclos o 
modalidades de educación podrán en el marco de su autonomía determinar mecanismos 
para priorizar el acceso a los programas de formación que oferten, sin discriminación 
de la situación económica.  
 

ARTÍCULO 9. ACCESO PREFERENCIAL A PROGRAMAS CULTURALES Y 
DEPORTIVOS. El Ministerio de Las Culturas, Las Artes y Los Saberes y el Ministerio 
del Deporte o quien haga sus veces, conforme a su misionalidad y en coordinación con 
las Entidades Territoriales, sin discriminación  de la situación económica, priorizarán el 
acceso y permanencia de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes entre los dieciocho 
(18) y  hasta los veinticinco (25) años, de edad, y que su condición de dependencia 
económica y de cuidado se vea afectada por la pérdida de la madre o mujer que tenga 
la patria potestad o custodia legal, víctima del delito de feminicidio a los programas de 
cultura, recreación y deporte con los que cuente el Gobierno Nacional, los distritos, 
departamentos y municipios, acorde con sus intereses y expectativas. Para los 
programas de alto rendimiento se tendrán en cuenta las características técnicas 
requeridas para cada programa. 
 

ARTÍCULO 10. ACCESO DIRECTO PARA ATENCIÓN PSICOSOCIAL Y MANEJO 
DEL DUELO El sistema de salud garantizará el acceso gratuito, directo y oportuno al 
acompañamiento psicosocial y de salud mental durante la etapa de duelo, con el fin de 
impulsar el fortalecimiento de las competencias que les permitan desarrollar de manera 
eficaz su proyecto de vida, con el debido acompañamiento técnico, psicológico y 
profesional, en el marco del compromiso social y la corresponsabilidad que compromete 
a la familia, la sociedad y el Estado. 

PARÁGRAFO 1.  El Ministerio de Salud y Protección Social implementará programas 
de sensibilización y formación con el fin de fortalecer las capacidades en el abordaje de 

la salud mental, en especial en materia de duelo y contextos de violencia. Se promoverá 
la adquisición de conocimientos, habilidades y actitudes necesarias para brindar una 
atención integral y de calidad. 

PARÁGRAFO 2.  El acompañamiento psicosocial establecido en este artículo será 
proporcionado sin discriminación e independientemente de la situación económica de 
la 

los niños, niñas, adolescentes y jóvenes entre dieciocho (18) y hasta los veinticinco (25) 
años de edad cuya madre, o mujer que tenga la patria potestad o custodia legal, víctima 
del delito de feminicidio. 

PARÁGRAFO 3. El Ministerio de salud a través de la Dirección de promoción y 
prevención, realizará tamizajes de salud mental para los estudiantes que accedan a los 
mecanismos y programas previamente mencionados, así como un seguimiento 
periódico que permita prever problemas, afecciones y enfermedades en salud mental, 
con el fin de evitar la deserción escolar. 

PARÁGRAFO 4. El Ministerio de Salud en un plazo no mayor a seis (06) meses 
reglamentará lo dispuesto en este artículo. 

PARÁGRAFO 5. Las organizaciones de la sociedad civil de carácter nacional e 
internacional y demás entidades con experiencia en acompañamiento psicosocial del 
nivel de atención preventiva, podrán articularse con las instituciones del sistema de 
salud para fortalecer la red de apoyo emocional, la orientación y la contención que 
contribuyan al bienestar integral de los niños, niñas y adolescentes.   
 

ARTÍCULO 11. FIJACIÓN Y ASIGNACIÓN DE MEDIDAS. En el proceso de fijación 
y asignación de las medidas de asistencia de las que trata la presente Ley, la entidad 
competente garantizará que éstas sean percibidas y administradas por las personas 
idóneas.  
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Será objeto de análisis por parte de la Fiscalía General de la Nación en coordinación con 
las entidades administrativas que se requiera, si el victimario o presunto victimario es 
el padre del niño, niña o adolescente, quien se encuentra investigado, procesado o 
condenado por el delito de feminicidio. 

Bajo ninguna circunstancia las asignaciones de las que trata la presente Ley pueden ser 
percibidas y/o administradas por quien haya sido sindicado, acusado, procesado o 
condenado como autor, coautor, instigador o cómplice del delito de feminicidio. 
 

ARTÍCULO 12. ESTRATEGIA NACIONAL DE ATENCIÓN Y APOYO A NIÑOS, 
NIÑAS, ADOLESCENTES Y JÓVENES ENTRE LOS DIECIOCHO (18) Y HASTA 
LOS VEINTICINCO (25) AÑOS DE EDAD QUE SU CONDICIÓN DE 
DEPENDENCIA ECONÓMICA Y DE CUIDADO SE VEA AFECTADA POR LA 
PÉRDIDA DE SU MADRE O MUJER QUE TENGA LA PATRIA POTESTAD O 
CUSTODIA LEGAL, VÍCTIMA DEL DELITO DE FEMINICIDIO. Sin perjuicio de las 
acciones y procedimientos vigentes en el marco del restablecimiento de derechos de 
los niños, niñas, adolescentes y Jóvenes entre los dieciocho (18) y hasta los veinticinco 
(25) años de edad, que pertenezcan a los grupos A, B, y C del Sisbén IV, y que su 
condición de dependencia económica y de cuidado se vea afectada por la pérdida de 
su madre o mujer que tenga la patria potestad o custodia legal, víctima del delito de 
feminicidio, y  cumplan con las condiciones dispuestas en la presente Ley, el Gobierno 
Nacional, a través del Ministerio de la Igualdad y equidad o quien haga sus veces, en 
el marco del Sistema Nacional de Registro, Atención, Seguimiento y Monitoreo de las 
Violencias Basadas en Género (VBG) creado a través de la Ley 2294 de 2023 y el 
Mecanismo Articulador para el Abordaje Integral de las Violencias por Razones de Sexo 
y Género de que trata el Decreto 1710 de 2020 o las normas que los modifiquen o los 
sustituyan, de forma articulada y conjunta garantizará la creación e implementación de 
la Estrategia Nacional de Atención y Apoyo la cual comprenderá como mínimo: 

a. Una ruta de atención gratuita e inmediata, interseccional, diferencial y de los 
Derechos Humanos, a fin de garantizar luego del acto de violencia feminicida la 

seguridad, intimidad, no revictimización, protección integral, cuidados inmediatos, 
recuperación física, psicológica y social.  

b. Una ruta de atención y seguimiento gratuita, interseccional, diferencial y de los 
Derechos Humanos, en los campos emocional, psicosocial, económico, educativo y 
de salud, con el fin de acompañar la superación del acto de violencia feminicida y la 
realización del proyecto de vida.  

c. Una ruta de asistencia legal gratuita para la obtención de la custodia, patria potestad 
y/o adopción de los niños, niñas y adolescentes hasta los dieciocho (18) años de 
edad que pertenezcan a los grupos A, B y C del Sisben IV. 

d. Una ruta de asistencia legal gratuita en el marco de las investigaciones penales que 
se desarrollen con ocasión del acto de violencia feminicida, con el fin de garantizar 
medidas de protección celeridad en el acceso a la justicia. 

e. Una ruta de asistencia inmediata dentro del sistema educativo a fin de evitar la 
deserción escolar de la población objeto de la presente Ley, con el fin de garantizar 
una orientación y seguimiento psicológico para la protección de sus derechos al 
interior del entorno educativo y de su formación académica. 

PARÁGRAFO 1. Las entidades a las que se refiere el presente artículo garantizarán la 
formación técnica y humana de los funcionarios a cargo de la atención a la población 
objeto de la Ley, con el fin de garantizar una efectiva aplicación de los enfoques de 
género, interseccional y diferencial en sus actuaciones, propendiendo por una alta 
sensibilidad frente a las dinámicas propias de las violencias basadas en género (VBG) 
y de la violencia feminicida. 

PARÁGRAFO 2. La población objeto de esta Ley, podrá participar en la construcción 
de la Estrategia Nacional de Atención y Apoyo.  

PARÁGRAFO 3. El Gobierno Nacional, en un plazo no mayor a seis (6) meses, contados 
a partir de la promulgación de la presente Ley, diseñará e implementará la Estrategia 
Nacional de Atención y Apoyo.  

ARTÍCULO 13. REGISTRO NACIONAL DE NIÑOS, NIÑAS, ADOLESCENTES Y 
JÓVENES ENTRE LOS DIECIOCHO (18) Y HASTA LOS 25 AÑOS DE EDAD QUE 
SE VEAN AFECTADOS POR LA PÉRDIDA DE SU MADRE, O MUJER QUE TENGA 
LA PATRIA POTESTAD O CUSTODIA LEGAL VÍCTIMA DEL DELITO DE 
FEMINICIDIO. La Fiscalía General de la Nación, el Consejo Superior de la Judicatura, 
La Policía Nacional de Colombia, la Defensoría del Pueblo, en coordinación con El 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), con el apoyo del 
Ministerio de Justicia y del Derecho, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses (INMLCF) y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), adoptarán 
un Registro Nacional de niños, niñas, adolescentes jóvenes entre los dieciocho (18) y 
hasta los veinticinco (25) años de edad que se vean afectados por la pérdida de su 
madre o mujer que tenga la patria potestad o custodia legal, víctima del  delito de 
feminicidio, con el objeto de identificarlas y caracterizarlas, de manera que se pueda 
utilizar dicho registro para definir  políticas públicas de prevención, protección, atención 
y reparación. 

PARÁGRAFO 1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Estatutaria 1581 de 2012, el 
Registro Nacional del que trata el presente artículo será accesible para las entidades 
públicas de orden nacional y territorial que así lo requieran a efectos de integrar y 
coordinar sus actuaciones, en atención al principio de coordinación interinstitucional 
contemplado en la presente Ley. 

PARÁGRAFO 2. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Estatutaria 1581 de 2012, el 
Departamento Nacional de Estadística, DANE, publicará un informe trimestral que dé 
cuenta de las generalidades estadísticas del delito de feminicidio y de sus niveles de 
impacto. 

PARÁGRAFO 3. El Gobierno Nacional, en un plazo no mayor a seis (6) meses, contados 
a partir de la promulgación de la presente Ley, diseñará e implementará el Registro 
Nacional de niños, niñas, adolescentes y jóvenes entre los dieciocho (18) y hasta los 
veinticinco (25) años de edad afectados por la pérdida de su madre o mujer que tenga 
la patria potestad o custodia legal víctima de feminicidio. 

PARÁGRAFO 4. El Registro Nacional de que trata la población señalada en la presente 
Ley será incorporado por el Ministerio de Igualdad y Equidad o quien haga sus veces 
en el Sistema Nacional de Registro, Atención, Seguimiento y Monitoreo de las Violencias 
Basadas en Género (VBG) creado a través de la Ley 2294 de 2023.  Para garantizar la 
implementación de mecanismos de monitoreo y evaluación del bienestar psicológico, 
educativo y social de los beneficiarios de la presente ley, asegurando que los apoyos 
continúen hasta que alcancen la autonomía plena antes de cumplir los 25 años. 

PARÁGRAFO 5.  Lo dispuesto en el presente artículo debe garantizar lo establecido en 
la Ley 1098 de 2006 y 1581 de 2012, para evitar la revictimización, preservar el derecho 
a la intimidad de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes entre dieciocho (18) y hasta 
los veinticinco (25) años de edad que se vean afectados por la pérdida de la madre, o 
mujer que tenga la patria potestad o custodia legal víctima del delito de feminicidio.  

Se establecerán las sanciones disciplinarias a que haya lugar, por el incumplimiento en 
que incurran los responsables encargados de los protocolos de protección, de la 
privacidad y confidencialidad de los datos reportados, con el fin de garantizar el respeto 
y la salvaguarda de los derechos de la población objeto de esta ley. 
 

ARTÍCULO 14. FORMACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN DE VIOLENCIAS BASADAS 
EN GÉNERO. Las entidades que asuman las competencias de la presente Ley, en el 
marco de su implementación, garantizarán la formación técnica y humana de los 
funcionarios, con el fin de asegurar una efectiva aplicación, propendiendo por una alta 
sensibilidad frente a las dinámicas propias de las violencias basadas en género (VBG) y 
de la violencia feminicida. 
 

ARTÍCULO 15. TRATAMIENTO DE LA INFORMACIÓN SOBRE VIOLENCIA 
FEMINICIDA. El Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, con el acompañamiento de los medios de 
comunicación masiva, implementarán directrices para el uso de un lenguaje 
responsable, para que quienes ejercen el oficio del periodismo en todos los tipos y 
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modalidades, realicen coberturas informativas sin revictimización, sobre violencia 
feminicida,  para que se respete la intimidad, dignidad, el buen nombre y la memoria 
de las víctimas del delito de feminicidio y sus familiares. 
 

ARTÍCULO 16. INTERÉS SUPERIOR DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES 
EN LOS PROCESOS DE ASIGNACIÓN DE CUIDADO. En los procesos para el 
otorgamiento de la custodia, patria potestad, adopción, fijación del régimen de visitas, 
o cualquier figura que implique el cuidado del niño, niña o adolescente, la autoridad 
competente deberá propender por el interés superior de esta población, siendo objeto 
de análisis el vínculo del victimario o presunto victimario y de su núcleo familiar, cuando 
su padre sea investigado, procesado o condenado por el delito de feminicidio.  

Este análisis se realizará para que los niños, niñas y adolescentes no se vean expuestos 
a ciclos de violencia que pudieran tener lugar con el victimario o presunto victimario y/o 
con su núcleo familiar.  Se garantizará el acceso a un acompañamiento profesional 
especializado en trauma infantil en los procesos jurídicos que sean necesarios para la 
asignación de custodia, patria potestad o visitas. 

En concordancia con lo establecido en el parágrafo del artículo 1 de la Ley 2229 de 
2022, en los casos de feminicidio, en ningún caso el victimario podrá ser titular del 
derecho de visitas a los hijos de la víctima. En todo caso, para la regulación de visitas 
de un sindicado, acusado, procesado o condenado, se deberá atender al interés superior 
del niño, niña o adolescente y al material probatorio del que disponga. 
 

ARTÍCULO 17. Adiciónese un numeral al artículo 20 del Código de Infancia y 
Adolescencia, Ley 1098 de 2006, el cual quedará así: 

AARRTTÍÍCCUULLOO  2200..  DDEERREECCHHOOSS  DDEE  PPRROOTTEECCCCIIÓÓNN.. Los niños, las niñas y los 
adolescentes serán protegidos contra: (...) 

20. El desamparo derivado por la pérdida de la madre, tutora o cuidadora víctima  del 
delito de feminicidio. 

ARTÍCULO 18. SEGUIMIENTO E INFORMES., El Ministerio del Interior, el Ministerio 
de Justicia y del Derecho, el Ministerio de Igualdad y Equidad,  o quien haga sus veces, 
la  Fiscalía General de la Nación y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF),  
presentarán dentro de los tres  (3) primeros meses  al inicio de cada legislatura un 
informe sobre el diseño, la implementación y el seguimiento de los planes, programas 
y medidas ejecutadas, para la atención de la población objeto de esta Ley a las 
Comisiones séptimas del Senado y la Cámara de Representantes, a la Comisión Legal 
para la Equidad de la Mujer y a la Comisión Accidental de Infancia y Adolescencia del 
Congreso de la República, que contenga al menos, la siguiente información: 

a) Descripción detallada de las políticas, programas y acciones implementadas en 
materia de protección y garantía.  

b) Resultados obtenidos en la implementación de dichas políticas, programas y 
acciones, incluyendo indicadores de impacto y avance de la protección y garantía  

c) Recursos asignados y ejecutados para los planes, programas y medidas desarrolladas 
en el marco de la presente Ley. 

d) Evaluación de las metas y objetivos planteados, identificando los logros alcanzados, 
los desafíos pendientes y las oportunidades de mejora. 

e) Análisis de las necesidades y demandas específicas de la población objeto de esta 
Ley, atendidos por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). 

f) Cualquier otra información relevante relacionada con la protección y garantía de 
derechos que las Entidades consideren necesario incluir. 

Con base en el informe presentado, los y las Congresistas de las respectivas Comisiones 
podrán solicitar ampliaciones o aclaraciones, así como realizar recomendaciones para 
fortalecer sus acciones en este ámbito.  
 

ARTÍCULO 19. PUBLICIDAD. Las medidas de asistencia de las que trata la presente 
Ley serán ampliamente publicitadas y difundidas masivamente por el Ministerio de 

Justicia y del Derecho, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), la Fiscalía 
General de la Nación y el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses 
(INMLCF), a efectos de que los potenciales beneficiarios conozcan los requisitos para 
acceder a ellas.  

PARÁGRAFO. Las campañas publicitarias estarán coordinadas con los lineamientos de 
los presupuestos asignados que utilicen las entidades para su divulgación, sin que esto 
signifique erogar un nuevo gasto.  
 

ARTÍCULO 20. RECURSOS. Las Entidades del Estado conforme a sus competencias, 
deberán identificar las asignaciones presupuestales específicas para el cumplimiento de 
lo establecido en la presente Ley, de acuerdo con la disponibilidad presupuestal, el 
Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de Mediano Plazo. 

PARÁGRAFO. Se autoriza al Gobierno Nacional a realizar las asignaciones y traslados 
presupuestales pertinentes para hacer efectivo el cumplimiento de la presente Ley. 
 

ARTÍCULO 21. REGLAMENTACIÓN. El Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio 
de la Igualdad y la Equidad o quien haga sus veces, con el apoyo del  Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), definirán y reglamentarán los criterios de 
entrada, permanencia y salida, así como los mecanismos de transferencia de las 
medidas de asistencia de que trata la presente Ley en el territorio nacional, aplicando 
los principios de participación, accesibilidad, transparencia, celeridad y enfoque 
diferencial, en un plazo no mayor a seis (6) meses, contados a partir de su promulgación 
y publicación. 
 

ARTÍCULO 22. EMPLEABILIDAD. El Gobierno nacional en cabeza del  Ministerio de 
Trabajo o quien haga sus veces,  de forma concurrente y en el marco de sus 
competencias y en articulación con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), 
garantizarán que la ruta de atención en materia de empleabilidad, contemple el 
desarrollo de competencias laborales para la inserción y permanencia en el mercado 

laboral de los adolescentes y jóvenes que formen parte de la población beneficiaria de 
la presente Ley, con el fin de potenciar su desarrollo productivo y el fortalecimiento de 
su proyecto de vida. Así mismo establecerán acciones y programas interinstitucionales 
de acceso a créditos y de promoción de emprendimiento social ofreciendo incentivos 
para la creación de empresa y/o asociaciones juveniles. 

ARTICULO 23. INCENTIVOS PARA LA VINCULACIÓN LABORAL.L. El Gobierno 
Nacional, a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Departamento 
Nacional de Planeación,  expedirá en un término no mayor a seis (6) meses un decreto 
reglamentario que establezca una puntuación adicional en los procesos de licitación 
pública, concurso de méritos y contratación directa para las empresas y entidades que 
en su personal operativo tenga jóvenes entre los dieciocho (18) y hasta los 25  años de 
edad, que hayan perdido a la madre o mujer que tenga la patria potestad o custodia 
legal víctima del delito de feminicidio, contratados con todas las exigencias y garantías 
legalmente establecidas. 

ARTÍCULO 24. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a partir de su 
sanción, promulgación y publicación en el Diario Oficial y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 02 de abril de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 272 DE 2024 
SENADO - 031 DE 2023 CÁMARA ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY No. 
038 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS 
TENDIENTES A PROTEGER INTEGRALMENTE A NIÑOS, NIÑAS, 
ADOLESCENTES Y JÓVENES ENTRE DIECIOCHO (18) Y HASTA LOS 25 AÑOS 
DE EDAD, QUE PERTENEZCAN A LOS GRUPOS A, B, Y C DEL SISBÉN IV, Y QUE 
SU CONDICIÓN DE DEPENDENCIA ECONÓMICA Y DE CUIDADO SE VEA 
AFECTADA POR LA PÉRDIDA DE LA MADRE O MUJER QUE TENGA LA PATRIA 
POTESTAD O CUSTODIA LEGAL, VÍCTIMA DEL DELITO DE FEMINICIDIO, SE 
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MODIFICA PARCIALMENTE LA LEY 1098 DE 2006 Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
OSCAR BARRETO QUIROGA 
Senador Ponente   
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 02 de abril de 2025, de conformidad con el texto 
propuesto para segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 2 DE ABRIL DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 302 DE 2024 

SENADO, 294 DE 2023 CÁMARA

por medio del cual se establece la cátedra de la afroraizalidad en el departamento Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina y se dictan otras disposiciones.
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 02 DE ABRIL DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 302 

DE 2024 SENADO – 294 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE 
ESTABLECE LA CÁTEDRA DE LA AFRORAIZALIDAD EN EL DEPARTAMENTO 
ARCHIPIÉLAGO DE SAN ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA Y SE 

DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA  

DECRETA:  
 

CAPÍTULO I 

Creole o Kriol como lengua materna del pueblo étnico Raizal del 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina 

 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer la cátedra 
Afroraizalidad dentro del proyecto educativo Institucional de todos los establecimientos 
educativos públicos, privados o mixtos que ofrecen los niveles de educación preescolar, 
básica y media, del departamento archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina.  
 

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 42 de la Ley 47 de 1993, el cual quedará así:  

Artículo 42. Idioma y lengua oficial en el Departamento Archipiélago. Son oficiales en 
el departamento archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina el Creole o 
Kriol como lengua materna del pueblo étnico Raizal, el castellano y el inglés. 
 

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 47 de la Ley 47 de 1993, el cual quedará así: 

Artículo 47. Protección del patrimonio cultural, material e inmaterial departamental. 
Corresponde a la administración departamental el fomento, la protección preservación, 
conservación y recuperación de los bienes culturales tangibles e intangibles que 
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conforman el patrimonio cultural del Departamento archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina.  

Parágrafo 1°. Las entidades públicas dentro del departamento Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina, velarán por la preservación y fomento del Creole 
o Kriol como lengua materna, patrimonio intangible del pueblo étnico Raizal, como lo 
señala el inciso anterior.  

Parágrafo 2°. Las entidades públicas, privadas, o mixtas ubicadas dentro del 
archipiélago de San Andrés, Providencia, y Santa Catalina realizarán actividades 
tendientes destinadas a salvaguardar el patrimonio cultural y de la Afroraizalidad.  

Parágrafo 3°. Las instituciones relacionadas con el turismo ubicadas dentro del 
archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina fomentarán e impulsarán la 
creación, producción, y circulación de productos, servicios culturales y de los 
conocimientos y saberes ancestrales que forman parte de la identidad étnica Raizal y 
de la Afroraizalidad. 

Parágrafo 4°. El Gobierno departamental y nacional incentivarán la economía de las 
industrias culturales y creativas, en torno a la cultura Raizal 

Parágrafo 5°. Las instituciones de educación superior ubicadas dentro del archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, en el marco de su autonomía, podrán 
incentivar investigaciones en torno a la Cultura Raizal y la Afroraizalidad 

Parágrafo 6°. El Gobierno departamental y nacional incentivarán la participación y 
vinculación de la comunidad en los proyectos de protección y fomento del Patrimonio 
Cultural y la Afroraizalidad para asegurar el intercambio de vivencias, saberes y 
conocimientos alrededor de la identidad cultural y la relación con el territorio. 
 

Artículo 4°. Adiciónese un parágrafo al artículo 57 de la Ley 115 de 1994, el 
cual quedará así:  
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Parágrafo. Para el caso del departamento archipiélago de San Andrés, Providencia y 
Santa Catalina, la enseñanza de los grupos étnicos será multilingüe, el Creole o Kriol 
como lengua materna del pueblo étnico Raizal, el castellano y el inglés. 
 

Artículo 5°. De conformidad con el artículo 20 de la Ley 1381 de 2010, el Gobierno 
nacional, con apoyo del Ministerio de Educación, en coordinación con la Secretaría de 
Educación del departamento archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, 
garantizarán que dentro de los Proyectos Educativos Institucionales se incluya la 
enseñanza del Creole o Kriol como lengua materna y de la Afroraizalidad.  

El Ministerio de Educación Nacional, en coordinación con las universidades del país y 
otras entidades idóneas, motivará y dará impulso a la creación de programas de 
formación de docentes para capacitarlos en el buen uso y enseñanza del Creole o Kriol 
como lengua materna y de la Afroraizalidad. 

Así mismo, adoptará las acciones y gestiones necesarias para garantizar la capacitación 
de los educadores en escritura y habla del Creole o Kriol, así como en su buen uso y 
enseñanza. 

CAPÍTULO II 

La enseñanza de la Afroraizalidad y práctica del Creole o Kriol 

Artículo 6°. Del conocimiento de las tres lenguas oficiales para ocupar cargos públicos. 
Para el acceso a los cargos públicos en el Departamento Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, los empleados y funcionarios no pertenecientes al Pueblo 
étnico Raizal deberán dominar integralmente y certificar el nivel de dominio lingüístico 
de los tres idiomas oficiales de que trata la presente ley: Creole o Kriol, Castellano e 
inglés.  

Parágrafo 1°. Para todas las vacancias de los cargos públicos a proveer en el 
departamento archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, la Comisión 
Nacional del Servicio Civil o la entidad que haga sus veces, en las convocatorias públicas 
deberá incluir dentro de los requisitos del cargo una certificación del dominio integral 
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de los tres idiomas oficiales, conforme a lo establecido en la presente ley y en el Decreto 
número 2762 de 1991.  

Parágrafo 2°. Los funcionarios ya nombrados, que debido a su cargo deban tener 
trato directo con las personas, dispondrán de dos (2) años para adquirir la competencia 
comunicativa oral en las tres lenguas oficiales. 

Parágrafo 3°. Las entidades públicas del orden nacional o departamental estarán 
obligadas a incorporar en los programas de inducción y reinducción a servidores 
públicos, la cátedra de la Afroraizalidad de que trata la presente ley. 
 

Artículo 7°. El Gobierno nacional tendrá un plazo de doce (12) meses para la 
reglamentación y aplicación de esta ley, contados a partir de la entrada en vigencia de 
la misma. 
 

Artículo 8°. Empleados Públicos. Los empleados públicos que ejerzan sus funciones 
dentro del territorio del departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina y tengan relación directa con el público, deberán hablar los idiomas castellano, 
inglés, Creole o Kriol. 
 

Artículo 9°. Certificación del dominio del lenguaje Creole o Kriol. El Comité 
Lingüístico Departamental, encargado del desarrollo, protección, conservación y 
revitalización de los derechos lingüísticos de las lenguas nativas y del inglés 
comúnmente hablado por el pueblo raizal del archipiélago de San Andrés, Providencia 
y Santa Catalina, establecerá los criterios y elementos que compondrán la evaluación 
para la acreditación y/o certificación del dominio del lenguaje Creole o Kriol. Esta 
evaluación deberá ser diseñada y aplicada dentro del plazo de un (1) año, contado a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo 10°. Ámbito de Aplicación. Las disposiciones contenidas en la presente ley 
aplicarán para todos los establecimientos educativos, públicos y privados, que ofrecen 
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los niveles de educación preescolar, básica y media; así como a las entidades públicas 
y privadas del departamento archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina. 
 

Artículo 11°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 02 de abril de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 302 DE 2024 
SENADO – 294 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECE LA 
CÁTEDRA DE LA AFRORAIZALIDAD EN EL DEPARTAMENTO ARCHIPIÉLAGO 
DE SAN ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
ANA MARÍA CASTAÑEDA GÓMEZ  
Senador Ponente   
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado sin modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 02 de abril de 2025, de conformidad con el texto 
propuesto para segundo debate. 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
 
Elaboró – Sarly Novoa  
Revisó – Ruth Luengas Peña – Jefe de Leyes 
Revisó – Dr. Diego Alejandro González – Secretario General  
Revisó – H.S. Ponente. 
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